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INTRODUCCIÓN 

 

 

La protección al consumidor financiero está regulada por la ley 1328 de 20091 

donde se establecieron unas directrices en la prestación de servicios financieros y 

se pretende garantizar un mínimo de derechos y obligaciones para el adecuado 

uso del sector financiero, incluyendo la obligación del ahorro y el ingreso al 

sistema general de pensiones. El objetivo es generar estabilidad económica en la 

población, hacer que la población posea información oportuna, suficiente y eficaz, 

y que las entidades vigiladas garanticen la no ejecución de prácticas abusivas o 

aprovechamiento de la posición dominante sobre los usuarios del sector 

financiero.  

Analizando las circunstancias sociales y el comportamiento entre las entidades 

financieras y los usuarios, tomando esto como parte de la historia económica del 

país, me permite plantearme un problema de investigación profundo y complejo. 

Resulta que Colombia es un país en su cosmovisión estrictamente Santanderista, 

de tal manera que aquí para todo hay ley, y en este caso, no ha de ser la 

excepción. En Colombia existe la ley 1328 de 2009 quien es la norma que 

constituye el Régimen de Protección al Consumidor Financiero, que entró en 

vigencia el 1º de Julio de 2010. Es así como deviene el planteamiento del 

problema de investigación que se perfila sobre la eficacia del régimen de 

protección al consumidor financiero en Colombia, periodo 2010-2013, situación 

que es palpable en el ir y venir de las infinitas relaciones comerciales que fluyen 

entre Colombia y el mundo, lógicamente representadas por nuestros comerciantes 

y empresarios, o las mismas personas naturales, y si dichas políticas son 

afrontadas como política de Estado, o simplemente del gobierno de turno, pues el 

reconocimiento y campo de aplicación sería parte del mismo planteamiento que no 

tiene más motivo sino entender si los efectos de las políticas de protección al 

consumidor financiero y su ejecución son eficaces o no, y de ser lo último cómo 

asume el Estado dicha problemática.  

Por otro lado, pero haciendo referencia  a lo anterior, es necesario  decir que la 

situación socio jurídica problémica de la que se parte representa a Colombia en lo 

siguiente; Colombia es uno de los países de América Latina y en general del 

mundo en donde existe una inequidad generalizada, no solo por parte del gobierno 

                                                             
1
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411 de julio 15 de 2009. 
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o las ramas del poder público hacia la población sino también desde la mano de 

los privados al mismo conglomerado social, ya que es evidente que después de 

que la Constitución de 1991 entró en vigencia, se ha venido convirtiendo en un 

problema satisfacer las necesidades de justicia, dignidad y equidad conforme lo 

menciona el artículo 2º de la misma carta política, además de los artículos 11, 335 

y 371 que en lo propio, sabemos que son principios y valores inviolables, pero que 

a la hora de hacerlos efectivos se queda en el papel el ideario constitucional.    

Con respecto a la presente materia es necesario decir que precisamente la 

protección al consumidor financiero como institución y norma fortalece las 

garantías sociales y humanas que ordena la carta política, pero también hay que 

decir que materializar dichos preceptos es algo difícil mientras que haya 

semejanza entre la función social del Estado y la posición dominante de los grupos 

económicos que diariamente hacen fluctuar el dinero, es decir, que no se puede 

permear la relación banquera o financiera hacia las instituciones del Estado, toda 

vez que los intereses estarían contrapuestos, y además, porque entre otras cosas, 

el Banco de la Republica constitucionalmente es el encargado de mantener y 

dictar esas directrices que regulan la actividad financiera entre entidades del 

mismo tipo, como lo indica el recientemente tocado artículo 371,inciso final, de la 

Constitución Política Colombiana.  

Siendo lo anterior importante para la política del crecimiento financiero del actual 

Estado Colombiano, es a viva voz claro que los bancos cumplen un papel 

fundamental para los empresarios y microempresarios en el país, de tal manera 

que en la mayoría de negocios, por no decir en todos, hay una entidad financiera 

de por medio, la cual presta un servicio a los cuentahabientes, prestación que 

desprende incontables funciones que garantizan y formalizan credibilidad en las 

transacciones y fomentan la creación de negocios a nivel nacional y alrededor del 

mundo. Por ello, el interés en trabajar en los lineamientos jurídicos que imposibilite 

que éste gran boom de la globalización, surta efectos negativos en este pueblo 

Colombiano, que hasta el día de hoy evidencia la carencia de educación 

financiera, y no conocimiento de las herramientas jurídicas a su servicio, producto 

de innumerables llamamientos a la “justicia financiera” que parecía inalcanzable 

con el llegar de los años, como también el mismo ejercicio de la posición 

dominante y prácticas abusivas de los bancos, es por ello que la pregunta de esta 

investigación no puede ser otra así, ¿Son eficaces las políticas de protección al 

consumidor financiero en Colombia periodo de estudio 2010-2013?. 

Trascurridos los siglos XIX y XX el sistema financiero en Colombia, a través de 

sus entidades financieras ha conseguido gran posicionamiento a nivel nacional e 
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internacional, obteniendo un gran crecimiento en el número de usuarios como de 

clientes2. Y es precisamente esa aceleración con poca información en el mercado 

de bienes y servicios financieros los que han ocasionado tantas inconformidades y 

quiebras a los múltiples sectores del sistema económico nacional. Se ha 

reconocido útilmente que el grueso de la población Colombiana no sabe ni tiene 

información sobre cómo adquirir bienes y servicios sin caer en la desdicha de 

perder su patrimonio, ni la forma en que debe usar dicho régimen para su propio 

beneficio, pues ya se ha demostrado a través de la historia que los grandes 

grupos económicos dueños de los bancos han sido los únicos beneficiados con la 

gran acogida de los créditos de todo tipo, que en casos recordados como el UPAC 

Y EL UVR crearon una gran crisis financiera que sin la intervención del gobierno 

de turno y las millones de acciones de tutela, hubiese desencadenado sin duda 

alguna en una tragedia socio-económica sin precedentes en la historia del país3. 

Como era de esperarse por aquella crisis hipotecaria de los años 90´s, y en 

general del sistema financiero se hizo un estudio concienzudo sobre cuáles eran 

los derechos de los consumidores financieros, quienes podrían asistirlos, y cuáles 

eran las reglas que los bancos debían practicar con los mismos.  

Siguiendo un proceso coherente, se puede tomar como hipótesis de 

investigación lo siguiente. En lo primero, es menester decir que a pesar de que el 

régimen legal, es decir, la ley 1328 de 2009 constituyó tres pilares fundamentales 

para la protección al consumidor financiero, como lo son, el suministro de 

información oportuna y veraz, la debida atención para la protección de los 

consumidores financieros, y la defensoría del consumidor financiero, hasta el 

momento, las entidades vigiladas superficialmente cumplen con dichos 

parámetros, toda vez que los derechos de los mismos usuarios del sector 

financiero, no cuentan con un consolidado Sistema de Atención al Consumidor 

Financiero desconociendo un mínimo de derechos básicos tales como recibir 

servicios con calidad y seguridad, recibir toda la información sobre las 

características de los productos o servicios y exigir la debida diligencia en la 

prestación del servicio por parte de las entidades vigiladas, tomando como base la 

información de la Superfinanciera que ha impuesto, hasta el último trimestre de 

20134, multas y sanciones por múltiples razones. En lo segundo, trayendo consigo 

de que las entidades vigiladas no garantizan desde la misma creación del 

portafolio de servicios la protección a los usuarios, se denota cómo la esencia de 

                                                             
2
 KALMANOVITZ, Salomón. Las instituciones y el desarrollo económico en Colombia. Cali: Editorial 

Norma, 2001.  
3
 Ibíd., p. 35.  

4
 Ibíd., p. 38. 
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la norma se difumina con el paso del tiempo, como quiera que los principios de la 

debida diligencia, libertad de elección y atención oportuna al trámite de quejas y 

reclamos hace inocua la consigna normativa. 

Así las cosas, hay un mediano cumplimiento por parte de las entidades financieras 

sobre el Sistema de Atención al Consumidor Financiero, pero no es eficaz la 

norma, ya que como se dijo los principios sobre los que se basa la ley 1328 de 

20095 se vienen desvaneciendo, y porque los usuarios o clientes del sector siguen 

desprotegidos frente a la posición dominante de las entidades bancarias, y aunque 

las prácticas abusivas han disminuido, necesariamente los casos que se siguen 

presentando son violatorios no solo de dicha norma, sino al mismo ordenamiento 

constitucional.  

Por lo anterior, dentro del objeto de estudio y los fenómenos que se han puesto en 

evidencia, no ha de ser otro el objetivo general de la investigación sino explicar la 

eficacia de  las políticas de protección al consumidor financiero en Colombia en el  

periodo de estudio 2010-2013, trayendo consigo dos clases de objetivos 

específicos, unos teóricos, y otros facticos, de tal manera que en los primeros uno 

de ellos pretenda determinar si lo propuesto en el contenido normativo es 

suficiente para proteger los derechos del consumidor financiero, así como explorar 

los alcances de la ley 1328 de 2009; y en lo segundos uno de ellos pretende 

comprobar si en el periodo de estudio el régimen de protección al consumidor 

financiero ha sido eficaz o no, y hallar cuales son las violaciones más comunes por 

parte de las entidades vigiladas al Régimen de protección al consumidor 

financiero.  

La presente investigación se ha inscrito en la línea institucional que  

corresponde al área de Derecho Privado, como quiera que denota una 

perspectiva sobre los derechos de los usuarios del sector financiero, tomando 

como base las relaciones jurídico-contractuales que existen entre éstos y las 

entidades vigiladas, sustrayendo el campo problemático con una posible solución 

que ha de ser manifiesta a través de muestras y evidencias que me permitan 

llegar a una conclusión. Todo esto, con el apoyo de los mejores docentes en dicha 

área del derecho que han hecho en mí, desde de la primera investigación hasta la 

presente monografía una persona critica de la realidad social, cualesquiera fuera 

la naturaleza de la misma, y aún más en este tema tan neurálgico y coyuntural que 

afecta al conglomerado social en su totalidad, y que si no es por la formación en 

                                                             
5
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411 de julio 15 de 2009. 
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valores y proyección social que provee la Universidad Libre, sería difícil orientar 

dicha problemática, pues no ha de ser fácil obtener información de calidad que 

ponga en evidencia  y formule inconformidades sobre los sectores más influyentes 

del país.  

Como quiera que el Realismo Jurídico  a través del tiempo ha venido teniendo 

diferentes acepciones, quiero tomar la que con más énfasis puede tener arraigo la 

presente investigación. La norma es un presupuesto valorativo para los 

operadores judiciales, toda vez que desde los abogados hasta los jueces o 

magistrados pueden hacer interpretación de ella, ello sin desconocer el carácter 

eficaz de la misma y su oponibilidad al conglomerado social. Como ya se indicó el 

marco jurídico de referencia de esta investigación es la ley 1328 de 2009 donde se 

implementa el Régimen de Protección al Consumidor Financiero y se hace exigible 

legalmente  tanto el respeto por los derechos de los usuarios bancarios, como los 

principios en que debe regirse la prestación de bienes y servicios financieros, 

reconociendo, eso sí, los deberes y derechos de los extremos de la relación 

jurídico sustancial.  

La presente investigación es de Naturaleza Mixta, dado que tiene elementos de 

Carácter Cualitativo y Cuantitativo,   se enmarca en el Enfoque Disciplinar del 

Realismo Jurídico, cuyo tipo de investigación ha ido Ius-sociológico, 

exploratorio,  bajo una forma Teórico-Práctica y/o Documental - de Campo;  la 

pertinencia metodológica que la investigación exige ha sido  bajo el método de la 

Inducción –Deducción 

La presente investigación se inscribe en el paradigma cualitativo,  cuyo método de 

investigación  el deductivo, toda vez que según la información oficial y de los 

diferentes canales informativos que fue recolectada permite colegir que la eficacia 

de la ley es transitoriamente  inexistente ya que muchas de las entidades vigiladas 

no prestan la información financiera con amplia sencillez, la educación financiera 

hasta ahora está tomando un poco de impulso,  pero se denota que no hay 

incentivos claros ni sinceros a la hora de ofrecer los diferentes portafolios de 

servicios financieros por parte de las EV, además que en la mayoría de bancos no 

hay oficina del Defensor del Consumidor Financiero lo que denota que la 

impunidad y omisión del deber legal seguirán frustrando el desarrollo de la clase 

media popular, pues la negación a la educación financiera y al reconocimiento de 

sus propios derechos es un interés oculto de los grupos económicos que 

manifiestan la transicionalidad de la norma, pero no los términos en que ellos 

consideran será aplicables.  
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Las fuentes terciarias de recolección de información para el presente trabajo 

constituyen documentos oficiales, pues la Superintendencia financiera de 

Colombia es una entidad administrativa en Colombia con varias funciones, entre 

ellas está la de vigilar la función comercial de las entidades bancarias con sus 

cuentahabientes, así como de recibir las quejas o reclamos a que haya lugar en 

caso de que la misma entidad no resuelva la controversia  solo cuando el 

consumidor financiero considere interponerla directamente frente a ella. Pues bien, 

la Superfinanciera emite unas circulares que orientan y determinan principios 

rectores a priori y a posteriori en el vínculo entre las mencionadas partes; así las 

cosas también hay que dejarle el espacio más amplio en orden de importancia a la 

misma ley 1328 de 2009, porque es la materia de estudio de la presente reseña 

monográfica y también porque es la herramienta jurídica más importante que 

tienen los usuarios financieros para poder defender sus derechos como usuarios. 

Como es legible, esta forma es meramente documental pues se tratará 

exclusivamente de aquellos tópicos atinentes al régimen de protección al 

consumidor financiero ya sea por la ley, sus decretos reglamentarios, o por las 

circulares de la misma Superfinanciera, se cotejará con la realidad del país en ese 

aspecto, y se determinarán conclusiones de la misma información documental.  

Si me preguntaran cuál es el valor social de los resultados de la investigación, no 

podría sino enfocar mi respuesta a que, las evidencias recolectadas sometidas a 

un análisis investigativo son claras, y ello denota una problemática álgida en el 

interior del país, porque mi interés es propender de información y análisis factico y 

jurídico a mis lectores, quienes a su vez tomaran su respectiva decisión, pero todo 

esto no sería posible si no fuera un tópico que le interesa a todos los ciudadanos 

sean o no usuarios del sector financiero, pues Colombia necesita de proyectos 

académicos que se basen en métodos investigativos que permitan inferir verdades  

socio-jurídicas, de tal manera que amplio y publico conocimiento los resultados de 

la investigaciones así como la aplicación de las posibles soluciones, pues como ya 

se ha dicho en repetidas ocasiones, mientras una persona esté mejor educada e 

informada, mejores decisiones tomará a lo largo de su vida, incluyendo el uso de 

los mecanismos que posee a su disposición para excepcionar los posibles abusos 

y prácticas financieras que no le sean beneficiosas.  
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CAPÍTULO I 
1. CONTEXTUALIZACIÓN DE LA PROBLEMÁTICA DEL CONSUMIDOR 
FINANCIERO. 

 

Colombia, a través de su historia ha evidenciado un sin número de problemáticas 

sociales que son desencadenadas por factores tales como la política, la 

económica y hasta la misma ciencia. En éste caso, la economía ha traído consigo 

múltiples desmejoras en materia social, toda vez que la gran ausencia y falta de 

formación y/o educación financiera6, han permitido que las entidades bancarias 

acrecienten su capital perjudicando el patrimonio y calidad de vida de la población 

en general, porque casos concretos como los sucedidos con la Unidad de Poder 

Adquisitivo Constante (UPAC) y la Unidad de Valor Real (UVR) que produjeron un 

duro golpe en las finanzas de los ahorradores y compradores del sector vivienda 

en Colombia. En la actualidad  ha mejorado sustancialmente en educación 

financiera y protección al consumidor financiero con la entrada en vigencia de la 

ley 1328 de 20097, toda vez que ésta ley establece las directrices y lineamientos 

en la prestación de bienes y servicios financieros, inclusive educación e 

información al consumidor, conceptos anteriormente inexistentes y que 

definitivamente son el punto de partida para un óptimo desarrollo financiero en 

todas las ramas de la economía nacional. La creación de la Defensoría del 

Consumidor Financiero8 es, hoy por hoy, la herramienta fundamental con la que 

cuentan los clientes y usuarios para que las entidades vigiladas no ejecuten 

prácticas abusivas en contra de los consumidores y para que se garantice la 

transparencia de las ofertas puestas al público dentro de un marco de justicia, 

transparencia e igualdad.  

Este trabajo sin duda alguna es significativo para el orden económico y social en 

Colombia, porque cohesiona un fenómeno social, que antes de 2009 e incluso 

tiempo después de la entrada en vigencia de la norma materia de estudio era 

gaseoso, y no porque nadie quisiera hablar de ello, sino porque aun queriendo los 

consumidores financieros denunciar y manifestar sus insatisfacciones, no se 

                                                             
6
 Disponible en: http://www.portafolio.co/economia/retos-la-bancarizacion-colombia 

7
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411 de julio 15 de 2009 
8
 Disponible en:  

http://aplicaciones.indecopi.gob.pe/ArchivosPortal/boletines/recompi/castellano/articulos/otono/Edu
ardoMoron.pdf 
 
 

http://www.portafolio.co/economia/retos-la-bancarizacion-colombia
http://aplicaciones.indecopi.gob.pe/ArchivosPortal/boletines/recompi/castellano/articulos/otono2010/EduardoMoron.pdf
http://aplicaciones.indecopi.gob.pe/ArchivosPortal/boletines/recompi/castellano/articulos/otono2010/EduardoMoron.pdf
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contaba con una normatividad puntual que delimitara el provecho dela actividad 

financiera hacia las entidades vigiladas y un sistema de protección de los intereses 

de aquellas personas, que cualquiera que sea su naturaleza poseen un mínimo de 

derechos para que su patrimonio no se sea afectado. También es importante este 

estudio porque es necesario que los lectores entiendan que frente a la misma 

normatividad existente las entidades vigiladas aun siguen violando aquel mínimo 

de derechos que sobre los usuarios yace, de tal manera que después de digerida 

e interpretada la información aquí expuesta, se interiorice en la importancia de la 

educación financiera, pero no desde el punto de vista institucional sino de la 

autoeducación, pues de ahí parte la solución frente a los problemas financieros 

que padece la gran mayoría de la población colombiana.  

La importancia del estudio actualmente propuesto aquí se relaciona 

inequívocamente con demostrar la eficacia en Colombia del Régimen de 

Protección al Consumidor Financiero que integra lo que en principio establece la 

Ley 1328 de 20099 en cuanto principios, deberes y obligaciones, en primer lugar 

de las entidades garantes de los mismos y en segundo lugar los usuarios y 

clientes de la mismas. 

 Cabe señalar que la presente investigación es conveniente en el sentido en que 

toca un tema nuevo del derecho público, relacionado directamente con uno de los 

sectores más poderosos de la economía colombiana, como lo es el sector 

financiero, lo anterior obedece a la tendencia de la sociedad colombiana de 

adquirir servicios financieros con poca información sobre los mismos y con 

desconocimiento de los derechos, obligaciones y acciones para defender cada 

uno de esos derechos. 

 Sería útil que los principales beneficiarios de esta investigación adquieran un 

amplio conocimiento sobre el tema de protección al Consumidor Financiero, 

porque como se verá más adelante, la sociedad Colombiana carece de 

instrumentos y educación en temas eminentemente financieros que le permita 

acceder a la información existente para no errar en este vertiginoso mundo 

financiero. 

Dada la novedad de los cambios normativos y el nuevo desarrollo jurisprudencial y 

doctrinal sobre el Régimen de Protección al Consumidor Financiero, se considera 

fructífero el presente trabajo de investigación, pues se han incluido algunos 

                                                             
9
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411 de julio 15 de 2009 
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conceptos de interés general que constituyen un elemento de gran importancia 

para la protección de los derechos de los Consumidores Financieros, 

Se confía en que el presente trabajo no sea simplemente una exposición de los 

pros y los contras del tema bajo estudio, sino que resulte de interés para los 

estudiantes de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre, los estudiosos del 

Derecho Público y en sí de todas aquellas personas del común que deseen saber 

sobre el tema del presente trabajo. 

 

1.1 LA SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA  

 

La Superintendencia Financiera de Colombia 10 tiene como misión preservar 

integral y eficientemente el orden legal del mercado de valores y activos 

financieros, proporcionando garantías reales a los usuarios del sector financiero, al 

igual, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero establece directrices claras para 

el funcionamientos de las entidades vigiladas, así como establece sanciones para 

quienes infringen las disposiciones legales que reglamenten o cambiaren el 

sistema financiero que va en pro de los nuevos comportamientos financieros o 

desprovean de derechos ciertos a los usuarios del sector.  

Para diciembre 10 de 2010, encabezada por su director, la Superfinanciera en su 

audiencia de rendición pública de cuentas encontró dentro del auditorio un público 

ávido de inquietudes, quejas, y descontento, por la no ejecución de la ley 1328 de 

200911. Las manifestaciones verbales demostraban un desconocimiento de las 

herramientas jurídicas provistas por dicha ley para real protección del usuario, fue 

aquí una de las primeras oportunidades publicas donde se evidenciaba que las 

entidades vigiladas, aun después de proferida la norma, seguían violando los 

derechos de los clientes. Fue aquí la primera vez, donde se tocaron cuerpo a 

cuerpo las proposiciones sobre la ejecución del Sistema de Atención al 

Consumidor Financiero con la propia realidad del conglomerado social. Florecieron 

para ese entonces excusas o argumentaciones blandas sobre las valiosísimas 

                                                             
10

La Superintendencia Financiera de Colombia surgió de la fusión de la Superintendencia Bancaria 
de Colombia en la Superintendencia de Valores, según lo establecido en el artículo 1 del Decreto 
4327 de 2005. La entidad es un organismo técnico adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio propio 
11

 Disponible en: www.ambitojuridico.com.co  

http://www.ambitojuridico.com.co/
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preguntas del público, toda vez que para ese entonces la norma era nueva, y poco 

de su uso estaba reglamentado.  

Con el pasar del tiempo, los cambios deberían ser notorios, pues la ejecución de 

la normatividad debe ser transitoriamente más uniforme, naturalmente tratando 

éste como un tema álgido para la sociedad, porque de este tópico tan pequeño 

como lo es la protección al consumidor financiero, es de donde parte el 

crecimiento económico de las familias e industrias en Colombia. Pero cuál no sería 

mi sorpresa, cuando en las últimas dos audiencias públicas de rendición de 

cuentas propuestas por la Superfinanciera (2011-2012) la temática de la 

Protección al Consumidor Financiero ya no era preponderante, o por lo menos no 

tenía un ítem independiente. Tras leer en aquella rendición de cuentas, las 

preguntas que surgían por dicho concepto eran cada vez más agudas y dirigidas a 

la no aplicación o inejecución del Sistema de Atención al Consumidor Financiero, y 

noté con extrañeza que las respuestas del Superintendente, Dr. Gerardo 

Hernández Correa quedaban oscurecidas frente a la problemática, pues aun 

cuando el tópico acarreaba la franca protección al consumidor financiero, se 

remitía a la norma, pero no a los avances alcanzados, razón por la cual profundicé 

en cuales eran las preguntas más frecuentes, así como cuál era el aspecto más 

relevante de desconocimiento de la norma.  

Los temarios hoy por hoy son muchos, pero las preguntas más frecuentes son: 

¿qué sanciones puede imponer la Superfinanciera a la entidad vigilada que no 

aplica el SAC?, así también sobre cuáles son los límites permitidos por los bancos 

para cobrar por las consultas y manejo de tarjeta de crédito, así como cuáles son 

las obligaciones de los defensores del consumidor financiero, entre otras.  La 

problemática es sencilla, los fenómenos sociales aun y cuando la norma está 

vigente, los efectos de la desinformación y la reiterada aplicación de la posición 

dominante y prácticas abusivas por parte de las entidades vigiladas siguen siendo 

el pan de cada día, razón por la cual me permite inferir que ha sido ineficaz la 

aplicación de la ley 1328 de 200912 en el periodo de estudio, de ahí que los 

diversos diarios y revistas más importantes del país han mencionado este temario 

de la siguiente forma: En el diario económico  “Portafolio”, en Marzo 12 de 2008 la 

Superintendencia Financiera empezó a publicar los primeros conceptos favorables 

para la protección de los consumidores financieros, e instauró en su página web 

una asistencia on- line donde especificaba en forma organizada, por año, y 

servicios bancarios los productos que les presta la banca.  
                                                             
12

 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411 de julio 15 de 2009 
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1.2 PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES FINANCIEROS 

 

En Junio de 2008 la Universidad Externado de Colombia, del área del Derecho 

Financiero hace un Seminario sobre la Reforma al Sistema Financiero donde se 

tocan cinco temas centrales, entre ellos, la protección al consumidor financiero en 

correlación con la  ley 964 de 200513, y donde se trajo como conclusión del 

Director del Observatorio Financiero la imperativa necesidad de adoptar medidas 

normativas sólidas para ejecutar consistentemente cada división temática 

discutida y analizada en ese foro.  

En Septiembre 26 de 2008, el diario La República da una noticia de alta 

importancia nacional, pues la Superintendencia Financiera, el día inmediatamente 

anterior a dicha publicación, emite una circular externa (048) donde prohíbe 

claramente someter a escarnio público ni a malos tratos a los deudores morosos, y 

obliga a las entidades bancarias a brindar los datos verídicos, suficientes, 

actualizados y de fácil comprensión, como: el valor de la obligación, el saldo 

pendiente de pago, tasa de interés corriente y de mora, fechas de pago con su 

respectivo vencimiento, número de días en mora, datos de terceras personas a 

quien la autoridad vigilada haya vinculado en un crédito, discriminar el orden en el 

cual se realizará el pago por el deudor, monto que se destinará para cubrir gastos 

de cobranza, intereses de mora, corrientes y capital. Además se prohíbe enviar 

información de morosidad de los deudores a terceros por parte de la entidad 

bancaria.  

En Julio 10 de 2009, La revista Dinero hizo una publicación trascendental, pues el 

Gobierno Nacional, dio prioridad a la Reforma al Sistema Financiero, al SAC y la 

creación de un Sistema Multifondos. En dicha reforma quedo pendiente evaluar 

los temas de tasas de interés y tasa de usura. Aquí la ley 1328 de 2009 establece 

los principios orientadores, y en su artículo 4º las directrices e información veraz 

de la protección objetiva de los consumidores financieros.  

La Revista Dinero14, en cabeza de la columnista Mónica Aparicio Smith habla de 

un tema que aunque necesario, es poco usado,  la educación financiera. Resulta 

                                                             
13

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA. LEY 964 (julio 8) DE 2005. Por la cual se dictan 
normas generales y se señalan en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el 
Gobierno Nacional para regular las actividades de manejo, aprovechamiento e inversión de 
recursos captados del público que se efectúen mediante valores y se dictan otras disposiciones. 
Diario Oficial No. 45.963 de 08 de julio de 2005 
14

 APARICIO SMITH, Mónica.  La educación financiera. En: Revista Dinero. Bogotá. Enero 22 de 
2010. 
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ser que Colombia no es el único país donde se es mal educado financieramente, 

pues en países de gran desarrollo económico se presentan altos índices de mal 

uso de los productos y servicios bancarios, cosa que, en Colombia, a través de la 

Superfinanciera se está empezando a adoctrinar medidas básicas, confiables y 

ciertas sobre las operaciones que más le han causado dolores de cabeza a la 

población colombiana. La conclusión de éste articulo consiste en que es necesario 

avanzar en una estrategia nacional de educación financiera, que incorpore las 

“mejores prácticas” de países que han avanzado en estas materias.  

Un consultor de la revista semana 15 , le hace una entrevista al Dr. Gerardo 

Hernández, Superfinanciero, quien al iniciar la entrevista hace hincapié en que 

“Debemos educar al usuario”, dando formulas sencillas hace el desarrollo de la 

entrevista ameno, de tal manera en que en este campo de protección al 

consumidor financiero precisamente propuso que sea política de Estado y 

obligación de las entidades bancarias, no solo proteger los derechos de los 

consumidores financieros, sino que se prevea precisamente dicho abuso con 

información y educación que con el tiempo harán que dichos usuarios mantengan 

a lo largo de su vida una calidad de vida económica más favorable.  

El 9 de Marzo de 2011, la Superfinanciera hace una denuncia a nivel público, de 

ahí, que el diario “Portafolio16” la enmarca en un artículo llamado “Superfinanciera 

Alerta por premios falsos en Internet”. El correo electrónico se ha prestado para 

fortalecer una comunicación amplia entre el consumidor y la entidad bancaria, no 

obstante, gente inescrupulosa al acecho de encontrar gente incauta ha inventado 

un sin número de formas de estafar vía internet donde se les asegura a los 

usuarios que serán beneficiarios de grandes préstamos a muy baja tasa de interés 

y que en últimas también se juega con la sicología del incauto usuario haciéndolo 

sentir multimillonario accediendo a otorgar claves y demás información privilegiada 

que en últimas son la herramienta para cometer los diferentes ilícitos.  

El 5 de Abril de 2011, el primer diario de amplia circulación 17  en hablar 

directamente sobre el tema que atañe a este proyecto de investigación sobre la 

protección al consumidor financiero, lo fue La República, pues con un encabezado 

que dice “Defensor del consumidor financiero, un intermediario entre las entidades 

y usted”  hizo la apertura al conocimiento público no normativo de la función 

                                                             
15

 HERNÁNDEZ, Gerardo. Debemos educar al usuario. En: Revista Semana. Bogotá. Agosto 23 de 
2010. 
16

 PORTAFOLIO. Bogotá, D.C. Superfinanciera alerta por premios falsos en Internet. 9 de Marzo de 

2011. 
17 LA REPÚBLICA. Bogotá, D.C. Defensor del consumidor financiero, un intermediario entre las 
entidades y usted. 5 de Abril de 2011. 
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específica de dichas personas dentro de las entidades que prestan bienes y 

servicios financieros. Allí se hace una entrevista a cada defensor del consumidor 

financiero, todos llegando a la conclusión de que para un país constitucionalmente 

tan garantista es necesario de que en cada entidad financiera se formalice el 

derecho del consumidor, y que dentro de todas las políticas públicas y privadas de 

carácter económico  se debe propender por informar y educar al usuario.  

En Mayo 18 de 2011, el diario La República, registra un artículo sobre los 

diferentes ítems sobre los cuales los usuarios o consumidores financieros 

deberían tener en cuanto a la hora de adquirir bienes y servicios financieros18.  

El día 22 de Diciembre de 2011, el diario La República hizo una publicación 

fundamental, que no se entiende el gobierno nacional por qué no la llamo sanción 

restrictiva al abuso por retirar dinero de otras entidades19, sino que más bien 

formuló un tope máximo de $3.965 pesos para dicho fin, argumentando el ex 

Ministro de Hacienda y el Superfinanciero que lo que estaban cobrando las 

entidades vigiladas duplicaba el costo regular de la región, y que si las mismas 

entidades seguían cobrando más de lo estipulado podrían venir serias sanciones 

de tipo pecuniario y sancionatorio.  

El diario La República, publica la sanción presidencial de la ley mediante la cual se 

autoriza a las personas naturales o jurídicas que hayan tomado créditos con 

bancos de menos de quinientos millones de pesos, dándoles la facultad de pagar 

anticipadamente dichos créditos20 sin recibir sanción de ningún tipo, como quiera 

que se pretende promover la facilidad de pago de capitales en créditos 

hipotecarios y de cualquier otro atañe. Así se quiere también promover una mejor 

competencia entre los bancos porque éstos tendrán la oportunidad de comprar las 

carteras a los demás bancos ofreciéndoles a los usuarios unas mejores tasas de 

interés. La respuesta del gremio de la Asobancaria no se hizo esperar, y 

manifestaron su vehemente rechazo contra esta ley, aduciendo que ponían en 

desequilibrio el sistema crediticio en el país.  

El día 5 de Septiembre de 2012, el mismo diario La República divulga las siete 

obligaciones que debe cumplir el defensor del consumidor financiero, expresando 

entre otras, el deber de recibir las quejas gratuitamente y llevarlas a feliz término, 

ser conciliador entre las entidades vigiladas y la consumidores, dar 

recomendaciones a la entidad con el fin de prestar un mejor servicio, y proponer a 
                                                             
18

 LA REPÚBLICA. Bogotá, D.C. La sanción presidencial de la ley. Julio 10 de 2012. 
19

 LA REPÚBLICA. Bogotá, D.C. Sanción restrictiva al abuso por retirar dinero de otras entidades.  
Diciembre 22 de 2012. 
20

 Ibídem. 
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las respectivas autoridades modificaciones que hagan eficaz la protección al 

consumidor financiero.  

El semanario Ámbito Jurídico, el 27 de Mayo de 201321, habló específicamente 

sobre la protección al consumidor financiero, estudiando su comportamiento desde 

su creación, llegando a la conclusión de que; “Los avances han sido relevantes, 

pero se requiere continuar con las acciones que involucran desde la educación 

financiera, hasta el afianzamiento de las políticas volcadas al cliente”, lo que 

denota un crecimiento del tema como política pública, pero que en el resultado de 

fondo siguen siendo pobres las acciones y ejecuciones de las mismas.  

Aquí se ha venido diciendo que hay derechos ciertos que protegen al consumidor 

financiero de las múltiples formas de violación de la ley 1328 de 2009, así como 

los mismos usuarios tienen una serie de deberes que hacen efectiva dicha 

protección sin desconocer las disposiciones jurídicas enmarcadas dentro de un 

contrato de prestación de servicios financieros. Para explicar mejor lo anterior se 

ha decidido categorizar por vectores una pirámide unidimensional valorativa, 

Teoría Tridimensional de la Norma22, tomando dentro del mismo poliedro, en la 

punta izquierda de él, el vector número uno, en el cual se representan los hechos 

que suceden alrededor de este tópico, aquí se contienen las violaciones y 

acciones de hecho que desconocen la norma materia de estudio; en la punta 

superior de la misma figura, como vector dos, se encuentran los valores, que no 

son más sino  el mandato supremo arraigado dentro de un espectro intangible 

dentro de la sociedad, como lo es la buena fe, la honestidad, el ánimo de convivir 

en paz, en conclusión, las buenas costumbres;  y como vector tres, en el extremo 

contrario del vector uno, está la norma, ese presupuesto normativo que ejemplifica 

el deber ser de la conducta, y que como es norma, su cumplimiento es obligatorio, 

que para este proyecto no ha de ser otra que la ley 1328 de 2009.  

Dentro de la conceptualización propuesta, se debe entender que esta 

investigación pretende defender los intereses de los consumidores financieros 

dentro de la eficacia de la norma, pero, ¿Quiénes son los consumidores 

financieros?, la norma presenta el concepto de consumidor financiero como todo 

cliente, usuario o cliente potencial de las entidades vigiladas, pero aquí también se 

debe especificar que se incluye a toda persona natural o jurídica consumidor en el 

sistema financiero, asegurador y del mercado de valores, y que poseen derechos 

                                                             
21

 Disponible en: www.ambitojuridico.com.co 
22

 Disponible en:  
http://www.derechoycambiosocial.com/revista016/tridimensionalidad%20del%20derecho.htm 
 

http://www.ambitojuridico.com.co/
http://www.derechoycambiosocial.com/revista016/tridimensionalidad%20del%20derecho.htm
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ciertos, como se dijo anteriormente, que dentro de la misma ley 1328 de 2009 se 

expresa que son: i. Recibir servicios con seguridad y calidad, esto es, que los 

estándares de seguridad y calidad deben ser ejecutados en todo momento en la 

prestación del servicio contratado, como quiera que son entidades vigiladas y las 

hace susceptibles de multas o sanciones; ii, recibir toda la información sobre las 

características de productos o servicios, y aquí hay que puntualizar varias cosas, 

la primera es que dentro del principio de libertad de elección, el consumidor 

financiero debe contar con información suficiente, oportuna y veraz con el fin de 

que sepa qué producto es el que está adquiriendo, de tal manera que le permita 

inferir con las demás ofertas dentro del mercado cuál es la más beneficiosa para 

sus intereses, y la segunda, es que la información suministrada por la entidad 

vigilada sea pública y verificable dentro del portafolio de servicios, esto, para que 

lo publicitado sea realmente lo adquirido; iii, exigir la debida diligencia en la 

prestación del servicio por parte de las entidades vigiladas; y iv, presentar 

reclamaciones, solicitudes quejas y reclamos, y para ello cuenta con varias 

alternativas, pues la norma le permite acudir a la superintendencia directamente 

cuando se ha violado algún derecho del consumidor,  así también, puede 

presentar queja o reclamación respetuosa ante el Defensor del Consumidor 

Financiero que está a disposición en la misma entidad vigilada, o sino a los 

organismos de autorregulación.  

Teniendo en cuenta lo anterior, para hacer efectiva dicha protección al consumidor 

financiero, el artículo 13 de la ley 1328 de 2009 creó una institución encarnada en 

una persona llamada “Defensor del Consumidor Financiero”, cuyas atribuciones 

son expresamente facultadas para actuar con soberana autonomía e 

independencia frente a las siguientes situaciones; por ejemplo cuando un 

consumidor requiera mejor comprensión sobre documentos o actos emitidos por la 

entidad vigilada, aquél debe atender dicho requerimiento de una manera oportuna 

y efectiva, y ser su vocero frente a la entidad. También debe el Defensor del 

Consumidor Financiero recibir la queja que le sea de su competencia y 

resolvérsela al consumidor de manera gratuita incoando siempre sus intereses, 

informándole a la entidad que manifiestamente está prestando un servicio con 

calidad escasa, o simplemente está desproveyendo de la naturaleza legal los 

contratos que suscriben con los usuarios, así como en los preceptos de la ley 640 

de 2001 actuar como conciliadores, claro está que acreditados para tales efectos, 

los cuales sin requisitos adicionales, podrán dirimir conflictos a través de este 

mecanismo, y los efectos legales son los de cosa juzgada y en todo caso prestará 

merito ejecutivo. También están los Defensores del Consumidor Financiero 

facultados para hacer sugerencias y recomendaciones a las entidades vigiladas 



24 

 

sobre la calidad de los servicios que están prestando, así como las demás cosas 

atinentes a las relaciones contractuales entre las entidades vigiladas y el 

consumidor financiero. Y no cabe duda, y por obvias razones, los Defensores del 

Consumidor Financiero pueden presentar o proponer modificaciones que vayan en 

favor de una mejor protección al consumidor financiero.  

 

1.3 HISTORIA DE LA PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

 

Históricamente se puede decir que es reciente la apertura la cultura de la 

protección al consumidor; globalmente el desarrollo de lo anterior viene de los 

años 60‟s hasta nuestros días.  

 Fue un día memorable cuando el día 22 de Marzo del año 1960 el 

presidente estadounidense John F. Kennedy proclamó los derechos del 

consumidor23 como uno de los tantos derechos comunes de los ciudadanos 

del mundo. Sus postulados fueron cuatro grandes puntos que después 

sería el pilar de múltiples derechos más; estos postulados son: El derecho a 

los servicios y productos seguros, Derecho a ser informado, Derecho a 

elegir, Derecho a ser escuchado.  

 

 En ese mismo año se reunieron en la Haya 17 países en donde 5 de ellos 

tomaron la vocería para crear lo que se llamó la Organización Internacional 

de Consumidores (OIC); el fin de dicha organización fue la de ayudar a los 

consumidores a tomar decisiones optimas en sus compras con el fin de 

hacer bien uso de su dinero, así como de hacer cada vez más estrecha la 

línea de eficiencia con satisfacción entre industriales y consumidores.   

 

 Para el año de 1970, ya Asia había entrado en el gran “Boom de 

Consumidores”, abriendo una oficina regional en Singapur que trazó un 

fuerte análisis mundial sobre la importancia de la protección al consumidor 

y antes que nada sobre los derechos que gozaban los consumidores por 

ser los artífices de la dinámica de la economía mundial.  

 

 México para 1980 fue el pionero en América Latina en abrir sus puertas a 

esta tendencia mundial de protección al consumidor, pero la primera oficina 

                                                             
23  disponible en: http://es.consumersinternational.org/who-we-are/governance-

bodies/#.UouccsQ3v9U 

http://es.consumersinternational.org/who-we-are/governance-bodies/#.UouccsQ3v9U
http://es.consumersinternational.org/who-we-are/governance-bodies/#.UouccsQ3v9U
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regional fue abierta en Uruguay donde se hacían los primeros análisis sobre 

los tópicos proteccionistas encaminados al debido uso del dinero en los 

países de la región Latinoamericana.  

 

 Para la década de los 90‟s la OIC en un estrecho trabajo con la 

Organización Mundial del Comercio (OMC) se fundó la nueva “Consumers 

International” quien cumplía prácticamente las mismas funciones de la OIC 

pero esta vez hacía mucho más énfasis en la reglamentación sobre la 

injerencia de los Estados en la posición oferente de los productos.  

 

 A partir del año 2011 América Latina y el caribe empiezan a hacer una 

alianza estratégica en pro de la defensa del consumidor financiero, y 

precisamente ese año se lo dedicaron a los derechos de los consumidores 

financieros memorándose a partir de ahí el 15 de Marzo como „Día Mundial 

del consumidor Financiero‟.  

 

 Entre tanto, quiero hacer una breve pasada por nuestra región, denotando 

lo más importante en cuando al tratamiento de la problemática de la 

defensa de los derechos de los usuarios del sector financiero, empezando 

así por Republica Dominicana, donde el instituto „Pro consumidor‟ ha 

recibido voces de apoyo gubernamentales, tales como la Asociación 

Dominicana por la Educación y Protección del Consumidor, Asociación de 

protección a los derechos de los consumidores y Usuarios, y Fundación de 

los Derechos de los Consumidores, expresando que la publicidad en pro de 

una buena educación y buenas prácticas en el sector financiero van 

encaminadas al desarrollo progresivo de la nación Dominicana. Esta 

campaña presentada por los organismos gubernamentales ha tenido un 

impacto positivo, tanto así que en el ordenamiento legal interno, la 

Superintendencia de Bancos ha sido remplazada en su competencia de 

verificar el sistema de competitividad entre entidades bancarias por Pro 

Consumidor, quien se facultó para conocer de los contratos de adhesión de 

todas las instituciones que presten bienes y servicios financieros.  

 

 Quiero tomarme un tiempo para hablar de Bolivia, pues quien pensaría que 

un país tan medianamente desarrollado dentro del contexto mundial tuviera 

dentro de sus instituciones gubernamentales un Viceministerio de Defensa 
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de los Derechos de los Consumidores24 y Usuarios, quien viene manejando 

un ambicioso proyecto con la organización AIS CODEDCO para fortalecer e 

incentivar la aplicación de la „Guía para Consumidores Financieros‟ y varios 

plegables que mediante una metodología didáctica le imponen tarjeta 

amarilla a las entidades bancarias y coordinan sistemas efectivos de 

educación financiera para tomar servicios de crédito. Cada 15 de Marzo, 

diversos sectores fomentan campañas de aprendizaje en cada una de las 

regiones Bolivianas acompañadas del Ministerio de Justicia quienes 

imparten directrices claras para el mejoramiento de los servicios financieros 

a nivel nacional.  

 

 En Brasil, la Confedereçao Nacional dos trabalhadores do Ramo Financiero 

en compañía del Instituto de educación al Consumidor25 (IDEC) desde hace 

un año lanzaron el programa estatal basado en una guía llamada “Los 

Bancos y Usted” que tiene como fin informar sobre las características de los 

diversos tipos de servicios ofrecidos por las diferentes entidades bancarias 

y de una vez informando qué derechos poseen los usuarios para evitar 

prácticas abusivas. La meta es orientar a los consumidores financieros para 

así conocer los contratos de pretenden suscribir con las entidades 

bancarias, y así prever cualquier tipo de abuso.  Dicha guía tiene como 

marco rector la oportuna escogencia de los bancos, así como hacer la 

debida apertura y cierre de cuentas, saber manejar las tarjetas de créditos, 

cheques y pagos en general. Las tarifas están determinadas por servicios y 

ahí se expresan los valores de cada banco, para que así el usuario pueda 

escoger un banco a la medida de sus necesidades. Por otro lado, el primer 

día de Marzo de 2012 han entrado en vigencia las nuevas normas para 

prestar el servicio de tarjetas de crédito, reglas criticadas por el IDEC, pues 

según el prestigioso instituto son insuficientes los reglamentos, como quiera 

que no contemplan sanciones para las cláusulas abusivas, entre otras 

cosas.  

 

 Ciudad de Panamá, Panamá, fue el escenario de un acto público donde 

mediante una representación futbolera, con árbitro incluido, se quería 

reflejar los injustos que los Bancos cometen en contra de los Usuarios del 

                                                             
24  COLOMBIA. Superintendencia Financiera de Colombia. Sala de Prensa. Avances en la 

protección al consumidor financiero. Portafolio Especial Productos Financieros - Septiembre de 
2011 
25

 Ibídem. 

http://www.superfinanciera.gov.co/ComunicadosyPublicaciones/portafolio05sep2011.pdf
http://www.superfinanciera.gov.co/ComunicadosyPublicaciones/portafolio05sep2011.pdf
http://www.superfinanciera.gov.co/ComunicadosyPublicaciones/portafolio05sep2011.pdf
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Sector Financiero 26 , esta iniciativa fue llevada a cabo por Consumers 

International en compañía de Ipadecu, donde hablando con los transeúntes, 

llenaron unos formatos para recibir asesoría sobre los servicios financieros 

y sus inconformidades, así como entregar volantes sobre la Ley de tarjetas 

de Crédito de Panamá. Este evento se llevó a cabo frente a la 

Superintendencia de Bancos. Por otro lado, la agencia gubernamental de 

protección de los consumidores de Panamá entre los días 14 a 18 de Marzo 

de 2012 realizó el segundo Foro de los Derechos del Consumidor, cuyo 

tópico central fue el derecho a la educación y el énfasis del proceso de 

reclamo del usuario bancario.  

 

 Venezuela en la actualidad no cuenta con una legislación o política sólida 

en pro de los consumidores financieros27, de facto los bancos ejecutan sus 

políticas comerciales con gran amplitud y libertad, no obstante existe el 

Movimiento Iniciativa por el Consumidor, organización que ha propuesto a 

la directiva de la Asamblea Nacional y a los directores de las diversas 

fuerzas policías que se permita poner sobre la mesa del legislativo una Ley 

que promueva los derechos de los Consumidores Financieros, 

argumentando en varias ruedas de prensa ciertas directrices que 

manifiestan deben estar dentro de dicha normatividad, asimismo, el día 14 

de Marzo de 2012 se llevó a cabo en Caracas el primer Foro sobre los 

derechos de los Consumidores Financieros en Venezuela, sesión que trajo 

muchas inquietudes a partir de la inestabilidad de las finanzas públicas que 

le han permitido a los bancos cambiar las tasas de interés y modificar 

permanentemente las condiciones de servicio de los bienes y servicios 

financieros, y que el gobierno promete tomar cartas en el asunto, a partir de 

nueva legislatura.  

 

 El SERNAC (Servicio Nacional del Consumidor) en Chile28, ha sido uno de 

los más duros críticos de la metodología del sistema de prestación de 

bienes y servicios financieros, Santiago ha sido la sede donde Consumers 

International ha avalado la iniciativa del SERNAC sobre la debida 

prestación de créditos de consumo, hacer avances en efectivo, hasta el 

mismo crédito automotriz tiene falencias. Así las cosas, estas dos 

organizaciones han determinado lanzar una Guía de monitoreo de Bancos 

e instituciones Financieras que permiten decantar las verdaderas raíces del 

                                                             
26

 Ibídem. 
27

 Ibídem. 
28

 Ibídem. 
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presente problema, tanto así que ha manifestado desde su sede, que  

propenderá de información y sistemas de educación financiera a toda la 

ciudadanía de Chile, empezando por las organizaciones del norte y sur del 

país Austral que son las que según el último censo realizado por ellos, que 

son las principales víctimas de la ejecución de prácticas abusivas a la vez 

del flagelo de la mínima educación financiera.  

 

 La creación de un mundo más seguro y justo es una de las premisas que 

las Directrices de las Naciones Unidas para la Protección al Consumidor ha 

forjado a lo largo de su existencia. Consumers International29, se ha ligado 

a tal iniciativa, y a motu proprio se dispuso a valorar la realidad de los 

consumidores financieros en el mundo. Entre noviembre de 2012 y enero 

de 2013, setenta organizaciones de consumidores repartidas en 58 países 

han revelado las regiones del mundo donde se requiere con suma urgencia 

la implementación de un sistema de protección al consumidor financiero, y 

qué lugares cuentan con altos estándares de calidad en la prestación de 

servicios financieros, aseguradores o de valores, trayendo consigo una 

pormenorizada perspectiva de las actuales condiciones de los 

consumidores financieros.  

Las conclusiones finales son claras, en los países donde hay bajos ingresos y 

poca rotación de flujo de capital hay menor protección al consumidor financiero, 

cosa distinta de los países con altos ingresos, ya que a la par de dicho crecimiento 

se van haciendo más efectivas las medidas de protección al consumidor 

financiero. En América Latina la problemática es sectorizada con la mayoría de 

lugares del mundo, ya que hay algunos países donde la protección al consumidor 

financiero ni siquiera tiene regulación, en cambio, específicamente en un país 

como Colombia, existe normatividad suficiente para hacer efectiva la protección al 

usuario financiero tanto en la ley 1328 de 2009 como en el nuevo estatuto del 

consumidor del año 2011, pero la eficacia de la norma aun es gaseosa.  

Tomando los últimos diez años como punto de referencia, la normatividad en 

Colombia ha crecido en sustancia, porque desde la ley 795 de 2003 quien 

determinó los derechos y deberes en materia de protección, pasando por la ley 

964 de 2005 30  quien determinó la autoridad del Estado para regular el 

aprovechamiento y captación de los recursos del público, y que aun con la llegada 

de la ley 1328 de 2009 de la cual es materia de investigación para esta 

                                                             
29

Ibídem.  
30 Disponible en:http://www.superfinanciera.gov.co/Sanciones/sanciones_otros.pdf 

http://www.superfinanciera.gov.co/Sanciones/sanciones_otros.pdf
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monografía su eficacia, se determinan los deberes y derechos de los 

consumidores financieros, y la ley 1480 de 201131 quien establece el Estatuto del 

Consumidor, pero aun así, es prioritario brindarle más garantías e información 

financiera a los usuarios, con el fin de optimizar la eficacia de la ley que 

actualmente se estudia.  

Las medidas de protección al consumidor en el mundo tienen un espíritu rico en 

declaraciones y manifestaciones legales que en el papel hacen entrever que es 

prioridad tanto para los estados desarrollados como  para los en vías de desarrollo 

es que sean efectivas las garantías para los consumidores, siendo así ello, las 

estadísticas demuestran que las categorías específicas de protección en el mundo 

son variadas, lo que en cierta forma deshace la unidad mundial de protección al 

consumidor financiero, porque en temas tan delicados en algunos países como la 

alimentación y la salud seguramente que son prioridad, para otros las finanzas y 

telecomunicaciones son al igual preponderantes.  

En esta parte de la investigación es menester anotar lo anteriormente dicho y 

evidenciar las quejas que se presentan por sectores de la actividad financiera en 

el país, en el periodo de estudio estipulado para tal fin, así como los motivos más 

importantes para impetrar las quejas,  de tal manera que se verá el 

comportamiento de dicha actividad en cada  año del periodo de estudio. Estas 

muestras son emitidas por la Superintendencia Financiera de Colombia y están 

representadas en un diagrama pastel.  

  

                                                             
31

 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPUBLICA.LEY 1480 (Octubre 12 de 2011) Por medio de la 

cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial 48220 de 
octubre 12 de 2011. 
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1.4 QUEJAS QUE SE PRESENTAN POR SECTORES DE LA ACTIVIDAD 

FINANCIERA EN EL PAÍS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ilustración 1:   Quejas Recibidas D.C.F. – Por Sector - Año 2010
32

 

Aquí esta estadística que está hecha por sectores del que agrupa toda la actividad 

por servicios del sector financiero elevadas ante la Defensoría del Consumidor 

Financiero, demuestran a la luz de las quejas interpuestas dos cosas que son 

preponderantes para este periodo. La primera, consta que el 68% del total de 

quejas interpuestas para el año 2010 fueron realizadas a las entidades bancarias 

que son vigiladas por la Superfinanciera. Y la segunda, que parte de la primera, y 

es que en el primer año de la entrada en vigencia  de la ley 1328 del año 2009  se 

presentaron una cantidad descomunal de quejas, que para esta muestra 

determina un total de 45.580.   

A continuación se presentará la estadística que determinará los motivos por los 

cuales se han interpuesto la mencionada cantidad de quejas.  

                                                             
32 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/quejas/2010 
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Ilustración 2: Quejas Recibidas D.C.F. – Por Motivos - Año 2010
33

 

Esta estadística denota que los clientes y/o usuarios de bienes y servicios 

financieros estaban huérfanos de justicia hasta antes de la entrada en vigencia de 

la ley 1328 de 2009, como quiera que según lo evidenciado aquí, hay una 

pluralidad de hechos que son reclamados en porcentajes considerables, 

comenzando así por el básico, que es la debida atención al Consumidor 

Financiero, que es la segunda porción más grande de lo aquí representado. Ítems 

como la reclamación por aspectos contractuales, descuentos injustificados, el 

indebido ingreso a las centrales de riesgo, cobros de servicios y comisiones y 

suministro de información insuficiente o errada, fueron para el año 2010 los 

descontentos más apremiantes de los usuarios del sector financiero.  

Para el año 2011 se presentará aquí una evolución, un año después de la entrada 

en vigencia de la ley 1328 de 2009, sobre la presentación de quejas ante el 

Defensor del Consumidor Financiero por sectores.  

 

                                                             
33

 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/motivos/2010 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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Ilustración 3:   Quejas Recibidas D.C.F. – Por Sector - Año 2011
34

 

Aquí este diagrama evidencia para el año 2011, que con relación al año 

inmediatamente anterior las quejas ante el Defensor del Consumidor Financiero 

aumentaron en lo que a los establecimientos bancarios se refiere, como quiera 

que aquí un abrumante 69% representa la insatisfactoria prestación de bienes y 

servicios de las entidades bancarias en este periodo, superando las quejas que se 

presentan a los servicios que se componen el sector asegurador, de pensiones y 

otros hechos que generan quejas incluyendo la no atención al Consumidor 

Financiero. También se puede inferir, con base en la gráfica, que el sector 

bancario es el que más infringe la ley 1328 de 2009.  

Por lo anterior, en la próxima grafica se verán los motivos por los cuales los 

usuarios han determinado elevar queja ante el Defensor del Consumidor 

Financiero en el año 2011.  

                                                             
34 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/porsector/2011 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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Ilustración 4:   Quejas Recibidas D.C.F. - Por Motivos - Año 2011
35

 

Diez son las causas que originaron elevar quejas ante el Defensor del Consumidor 

Financiero para el año 2011. Los usuarios para este periodo de estudio, fueron 

víctimas en mayor grado, en la porción denominada como „otros‟, que con un 23% 

aglomera cientos de inquietudes e inconformidades que las entidades vigiladas no 

resolvieron a sus cuentahabientes o usuarios de un determinado sector, no 

obstante aquí es de notar que sigue siendo notable la ineficacia de la atención al 

consumidor financiero, así como la revisión y liquidación de créditos en el sector 

bancario y de pensiones,  pero es de asombro que en los aspectos contractuales 

no haya habido ninguna mejoría en pro del usuario, pues de lo más protestado se 

ha reclamado por el incumplimiento en lo publicitado sobre algunos productos o 

cambios en la estructura del contrato sin justificación. El cobro por servicios y/o 

comisiones también es reclamado por los quejosos, y van apareciendo más 

causas para acudir a la protección del Consumidor Financiero, como por ejemplo, 

las fallas en el cajero automático, los reportes en las centrales de riesgos, los 

descuentos injustificados y la más preocupante de todas que es la no remisión de 

información al cliente.  

                                                             
35 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/pormotivos/2011 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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Para el año 2012, no ha de ser mejorable la situación de desprotección del 

consumidor financiero frente a las entidades vigiladas por sectores, a continuación 

les presento la estadística.   

 

Ilustración 5:   Quejas Recibidas E.V. - D.C.F. y S.F.C. – Por Sector - Año 2012
36

 

 

Esta estadística es completamente reveladora para el análisis de esta 

investigación, pues para finalizar el 2012 la ley 1328 de 2009 ya tiene 

prácticamente dos años de vigencia, y las quejas presentadas ante las entidades 

vigiladas, Defensor del Consumidor Financiero y Superintendencia financiera de 

Colombia demuestran que el sector bancario sigue infringiendo la protección al 

consumidor financiero con tendencia  al alza porque a diferencia del año 2010 y 

2011, aumentó el número de quejas en cinco puntos porcentuales que 

representan en su totalidad para este periodo la no despreocupante cifra de 

seiscientos cincuenta y un mil setenta y seis quejas (74%). El sector de seguros 

también tuvo un vertiginoso aumento, pues para este año se impetraron ciento 

siete mil ochocientas quejas (12%). 

                                                             
36 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/porsector/2012 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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Vamos a conocer los motivos que fundaron para el año 2012 la elevación de 

quejas en éstos sectores.  

 

Ilustración 6:   Quejas Recibidas E.V. - D.C.F. y S.F.C. – Por Motivos - Año 2012
37

 

 

La porción `otros`, que para este diagrama representa el 26% de la totalidad del 

pastel, expresa que existen adicionalmente de algunos ítems comunes, una 

pluralidad de insatisfacciones que no tiene asidero para presentarse. El 13%, cifra 

no despreciable para el fin de esta investigación, evidencia que las entidades 

vigiladas ejecutan una indebida atención al consumidor financiero y que la revisión 

y/o liquidación de créditos y pensiones se hacen de manera errónea. Los 

descuentos injustificados y las fallas en el cajero se quedan cada uno con un 8%, 

lo que denota que el servicio electrónico sigue siendo una puesta en peligro para 

el consumidor financiero, y los aspectos contractuales presentan una leve mejoría 

con los años inmediatamente anteriores. Y sigue persistiendo el reporte en las 

centrales de riesgo sin justificación con un 6%, y las compras con datafono han 

mejorado ostensiblemente quedándose tan solo con un 3% del total de quejas 

                                                             
37 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/pormotivos/2012 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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elevadas ante las entidades vigiladas, Defensor del Consumidor Financiero y 

Superfinanciera.   

Para el primer trimestre del año 2013 no ha de ser diferente el panorama 

desalentador que vive el consumidor financiero, las quejas siguen siendo múltiples 

y los sectores presentan permanencia en el desconocimiento y no aplicación de la 

ley 1328 de 2009.  

 

Ilustración 7:   Quejas Recibidas S.F.C. por Sectores Primer Trimestre 2013
38

 

Para este primer trimestre del año 2013 el sector bancario vuelve y repite la 

tendencia de ser el sector que más quejas y reclamos presenta. No deja de dar la 

impresión de que los bancos no están cumpliendo con las exigencias que la ley 

1328 de 2009 le impone en cuanto a educación financiera, dejación de la posición 

dominante y ejecución de prácticas abusivas se refiere. Un 71% para un total de 

siete mil quinientas cuarenta y cinco  son las quejas que se presenta solo en el 

sector bancario. El sector asegurador también tiene una alta representación 

porcentual en el número de quejas, con un total de mil ciento veintiocho (11%). 

Prima media, consumidor financiero, régimen de pensiones y “otros” presentan 

una leve mejoría para este periodo de estudio.  

                                                             
38 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/sectores/2013 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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En 2013 no hay mejoría frente a la eficacia y fines propios de la ley 1328 de 2009, 

como quiera que los principios de los que se predica esta norma se evidencia su 

no ejecución. Sigue siendo de notar que para tan solo el primer trimestre del 

presente año sean doce mil seiscientas ochenta y nueve quejas las que se 

presentan en los diversos sectores de la actividad financiera.  

Después de haber analizado estos comportamientos en Colombia, hay que 

precisar el enfoque teórico para poder entender  la contextualización que nos 

exige este capítulo, para que sea en todo o en parte enmarcado dentro de un 

orden socio-jurídico  impulsado y resguardado dentro de diversas teorías. Resulta 

que para el Dr. Villalba 39  el derecho de consumo es un derecho transversal, 

multidisciplinario, económico, especial, proteccionista y constitucional (Villalba 

Cuellar, 2012). Es Transversal el derecho de consumo toda vez que es una 

especie de hibrido que integra tanto el derecho público como el privado, porque 

existe un extensa normatividad, jurisprudencia y doctrina que modula su iniciación, 

corporeidad y función y su ámbito de aplicación pueda ser en cualquier jurisdicción 

delimitada por el Estado. Para entender esto, me permito remitirme textualmente a 

la frase del Dr. Juan Marcos Rivero Sánchez40 que afirma que: “En efecto, desde 

la Constitución hasta los decretos, de las sentencias al contrato, de las normas 

escritas a las no escritas, todo el ordenamiento jurídico tiene que ver con el 

derecho del consumidor…”.  

Seguido a esto, se dice que el derecho de consumo es un derecho 

pluridisciplinario porque no se suscribe a los áreas propias del derecho tales como 

la penal, laboral, civil, contenciosa administrativa y demás, sino que actúa dentro 

de todos ellas sin límite jurisdiccional, atravesando su normatividad y efectos, pero 

si llegara a faltar alguna de estas ramas del derecho, el derecho del consumo no 

subsiste, esto es, porque se requiere accionar dicha acepción para que en su 

ámbito de aplicación sea efectiva. Cuando se refiere a que el derecho del 

consumo es un derecho económico, quiero imputar toda mi investigación a este 

concepto, como quiera que la información cumple dentro de los extremos de la 

relación jurídica sustancial en materia financiera un papel preponderante en el 

contexto social,  porque define esto, que haya equilibrio entre las partes y que 

haya una contraprestación equitativa en el resultado del contrato. El derecho del 

consumo es especial cuando es preferente, es decir, cuando en el mismo ámbito 

normativo se le da preferencia a la norma que proteja o cobije de garantías a los 

                                                             
39VILLALBA CUELLAR, Juan Carlos. Introducción al Derecho del consumo, Editorial Universidad 
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consumidores como quiera que se entiende que son el sujeto vulnerable en la 

infinidad de bienes y servicios que se a diario se contratan.  

Todo ello tiene fundamento constitucional, por eso para el Dr. Villalba habla 

claramente acerca del artículo 78 constitucional que expresa la necesidad de 

regulación del control de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la 

comunidad. Nos relata aquí la imperiosa responsabilidad de los productores o 

prestadores de servicios con el cliente o usuario, de tal manera que se imputará 

responsabilidad cuando violente los derechos contra la salud, seguridad y 

adecuado aprovisionamiento. Haciendo acápite a esta particularidad, no sobra 

decir que se entiende el derecho del consumo como un derecho proteccionista, 

como quiera que como anteriormente se dijo, al consumidor por ser la parte débil 

de la vinculo jurídico se le debe dar todas las garantías para que el derecho de 

aprovisionamiento le sea eficaz, por ello se dice que en materia de consumo es 

asimétrica la relación contractual, pues este concepto contra natura a todas luces 

se hace legal así porque o sino estaríamos provistos de lo que comúnmente se 

llama posición dominante o prácticas abusivas por parte del extremos contrario al 

usuario.  

 

1.5 TEORIAS DENTRO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 

 

De lo anterior, se desprenden varias teorías que hacen que dentro del 

ordenamiento jurídico Colombiano, puedan derivarse varios tipos de contratos que 

suponen en principio que la Autonomía privativa de la libertad es el marco 

teórico en donde se mueve este tópico. La autonomía de la voluntad se entiende 

como la capacidad que tienen las personas naturales y jurídicas de crear y 

contraer obligaciones dentro de un vínculo jurídico41, de tal manera que el Estado 

es el regulador de que tales convenciones no sean contrarias al ordenamiento 

publico legal, y que satisfaga las necesidades de igualdad que de ellos se espera. 

La limitación no es exclusiva, pues del contrato se espera que no vulnere la 

esencia del mismo, porque por ejemplo, la autonomía de la voluntad por muy laxa 

que sea en la creación y duración de los efectos, los requisitos de ley son 

preponderantes a la hora de crear dichos efectos jurídicos, porque siempre va a 

ser requisito  singular de tipo que en un contrato de compraventa de bien inmueble 

la escritura sea pública, así en la suscripción del contrato diga que sea privada, y 

para ello el código de comercio establece que todo aquello que se convenga con 

                                                             
41 Disponible en: www.ambitojuridico.com.co 
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violación a las disposiciones legales se entenderán por no escritas y se les dará el 

tratamiento de normal aplicación según la costumbre y normatividad en el debido 

tema.  

La suscripción de contratos bilaterales y/o plurilaterales son manifiestamente 

legales en Colombia, y en general en el resto del mundo, y la voluntad en el pacto 

de las partes, según el derecho contemporáneo, es ley para las partes, de tal 

manera que los efectos legales pueden hacerse valer en juicio cuando uno de 

ellos ha retractado su voluntad causándole daño a la otra parte que si ha cumplido 

con lo contratado, no obstante, si las dos partes también por mutua voluntad dejan 

de cumplir las obligaciones el juez no tendrá que intervenir, porque la renuncia 

bilateral de las obligaciones es una forma de extinción de las mismas según las 

disposiciones civiles en Colombia.  

La otra teoría que se mueve dentro del ámbito de la protección al consumidor 

financiero es la Libre Competencia42, demarcada en la historia del país de la 

siguiente manera, Entre los años 1919 – 1962 existían en Colombia leyes de Libre 

competencia pero no se aplicaron, pero a partir del Consenso de Washington en 

los años 90`s se hizo en varios países de Latinoamérica, incluyendo Colombia, 

una creación y sostenimiento eficaz de la libre competencia en esta región del 

globo terráqueo. 

Constitucionalmente la libre competencia es un derecho económico (COLOMBIA, 

1991), no fundamental, en el cual no se puede impetrar acción de tutela alguna, 

manifiesto en el artículo 333 de la Carta Política de 1991 que prosa de la siguiente 

forma: “La Libre competencia es un Derecho de todos que supone 

responsabilidades y que el Estado debe intervenir para evitar que se restrinja la 

libertad económica y que personas o empresas abusen de su posición dominante 

en el marcado Nacional”,  a pesar de ello por medio de acciones populares o de 

grupo se pueden proteger los derechos de los cuales habla la misma constitución 

nacional en su artículo 88 ibídem.  

La superintendencia de industria y comercio 43  es la encargada de regular las 

diferentes alianzas entre grupos empresariales que presten servicios al público y 

que prediquen un bloque de libre competencia, ella emite comunicados 

sancionando y permitiendo dichas alianzas, pero en el sector financiero establece 

las directrices de la orientación de las buenas prácticas de los libres competidores 
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sin alterar el espacio mecánico propio del comercio internacional 

(Superintendencia de Industria y Comercio, 2013).  

Específicamente hablando del derecho de la competencia financiera, en la circular 

007 de 1996 emitida por el superintendente bancario, les recuerdan a las 

entidades vigiladas que está prohibido concertar cierto tipo de prácticas entre 

grupos empresariales o prestadores de servicios en el sector financiero que vaya 

en detrimento de la libre competencia, o que tales acuerdos y convenios vayan 

dirigidos a la ejecución de la posición dominante dentro del mercado, de manera 

tal que puedan ser excluidos nuevos o potenciales competidores.  

También dentro de este amplio tópico investigativo, se presenta la teoría de la 

actividad financiera como actividad de interés público44. La prestación de 

bienes y servicios financieros al público, hace que dicha actividad sea de interés 

público, trayendo esto consigo la supervisión del Estado en dicha prestación, y 

para ello el Gobierno Nacional tiene la potestad de injerir en las actividades que 

las entidades vigiladas, sean financieras o aseguradoras, posean y vayan en 

concordancia con los principios constitucionales y los fines esenciales del Estado 

de derecho, además, de inspeccionar el cumplimiento de la ley 35 de 1993
45

, que 

no tiene sino el objetivo de proteger los intereses de quienes son usuarios, 

clientes, cuentahabientes, inversionistas o simples ahorradores, y propender por la 

transparencia y seguridad requeridas para tales convenciones; además del 

cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 335 de la carta magna.  

Para el año 2004 una estudiante de la Pontificia Universidad Javeriana habla con 

especificidad de protección al consumidor financiero. Con el título de: “El Defensor 

del cliente financiero: un mecanismo eficaz en la protección de los derechos de los 

usuarios”46 Claudia Milena Palomar Avilés hace una recapitulación de lo que hasta 

ese entonces se entendía por protección al consumidor financiero, y dio 

brillantemente ciertas luces para la eficaz y recta actividad comercial entre los 

usuarios y las entidades financieras. La abogada Palomar desarrolló en este 

proyecto una clara conceptualización de lo que en el sector financiero se teje 
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alrededor de sus contratos, por ello, enfoca su posición en la importancia de 

buscar la eficacia de lo que hasta en ese entonces regía como norma superior de 

protección al consumidor financiero, el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 

quién a través del estudio de esta monografía y el surgimiento de la ley 1328 de 

2009 no fue suficiente para hacer categórica la defensa del consumidor financiero 

en el Estado Colombiano.  

Con practicidad dentro del contenido de aquella tesis, se denota la preocupación 

de la autora por ver todos los mecanismos y herramientas que se podían para 

aquel entonces invocar en defensa de diversas prácticas que las entidades 

financieras, vigiladas por la extinta Superintendencia Bancaria en aquel tiempo, 

ejecutaban de manera unilateral frente al usuario o cliente bancario. Para ello 

realizo en derecho comparado las diferentes maneras como las legislaciones de 

España, Reino Unido, Canadá y Perú  manejaban las funciones y misión del 

Defensor del consumidor financiero, no sin antes tener en cuenta las aristas más 

agudas de nuestra legislación en cuanto a lo que el código de buena práctica 

financiera corresponde, además de la importantísima labor de quien va a encarnar 

aquel papel del defensor del cliente financiero, sus deberes y obligaciones frente 

al usuario, alcances e independencia frente a las mismas.  

Como ha de suponerse, la mencionada tesis tiene como conclusiones resaltar lo 

que en principio seria la gran ventaja de tener un defensor del usuario financiero 

que sirva como canal de comunicación entre los dos extremos de la relación 

contractual, de tal manera que de la evolución de aquella figura se pueda 

trascender en el justo equilibrio comercial cumpliendo así con la función garantista 

del Estado frente a las actividades de sus ciudadanos y la posición garante del 

mismo en la actividad financiera.  

Dicha tesis es muy importante para mí porque orienta la materia de estudio en 

aquel tema tan neurálgico como lo es la protección al consumidor financiero, pero 

también tengo que decir, que se queda corta en el estudio problémica del asunto, 

y esto es, porque nueve años después de hecho este estudio las problemáticas y 

circunstancias socio jurídicas del consumidor financiero son distintas, tanto lo es, 

que por ello en buena hora el congreso de la Republica expidió la ley 1328 de 

2009 que constituye la ley de protección al consumidor financiero y hace efectivo 

el Sistema de Atención al Consumidor Financiero. Así las cosas, digo con todo el 

respeto por la obra de la  Dra. Palomar que dentro de este tópico es mejor 

evidenciar las molestias y problemáticas de los usuarios bancarios que 

conceptualizar teóricamente la función normativa de esta tema materia de estudio. 

Aquí en la Universidad Libre, hasta el momento, no se encuentran registradas 
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tesis que aborden con puntualidad la eficacia de la ley 1328 de 2009. Ha de ser 

para el fin propio del presente estudio el objetivo general lo siguiente; y es la 

necesidad de explicar la eficacia de las políticas de protección al consumidor 

financiero en Colombia en el  periodo de estudio 2010-2013, pues ya recolectadas 

las evidencias y habiendo pasado por el tiempo y el proceso de dicha problemática 

es el momento oportuno de justificar a continuación la  hipótesis propia del 

presente proyecto.  

En la parte introductoria explique cómo es menester decir que a pesar de que el 

régimen legal, es decir, la ley 1328 de 2009 47  constituyó tres pilares 

fundamentales para la protección al consumidor financiero, como lo son, el 

suministro de información oportuna y veraz, la debida atención para la protección 

de los consumidores financieros, y la defensoría del consumidor financiero, hasta 

el momento, las entidades vigiladas superficialmente cumplen con dichas 

medidas, toda vez que los derechos de los mismos usuarios del sector financiero, 

no cuentan con un consolidado Sistema de Atención al Consumidor Financiero 

desconociendo un mínimo de derechos básicos tales como recibir servicios con 

calidad y seguridad, recibir toda la información sobre las características de los 

productos o servicios y exigir la debida diligencia en la prestación del servicio por 

parte de las entidades vigiladas, tomando como base la información de la 

Superfinanciera que ha impuesto, hasta el último trimestre de 2013, multas y 

sanciones por múltiples razones.  En lo segundo, trayendo consigo de que las 

entidades vigiladas no garantizan desde la misma creación del portafolio de 

servicios la protección a los usuarios, se denota cómo la esencia de la norma se 

difumina con el paso del tiempo, como quiera que los principios de la debida 

diligencia, libertad de elección y atención oportuna al trámite de quejas y reclamos 

hace inocua la consigna normativa. Así las cosas, hay un mediano cumplimiento 

por parte de las entidades financieras sobre el Sistema de Atención al Consumidor 

Financiero, pero no es eficaz la norma, ya que como se dijo los principios sobre 

los que se basa la ley 1328 de 2009 se vienen desvaneciendo, según como lo 

muestran las gráficas que enuncian las quejas interpuestas ante la 

Superfinanciera por motivos más significativos,  y porque los usuarios o clientes 

del sector siguen desprotegidos frente a la posición dominante de las entidades 

bancarias, y aunque las prácticas abusivas han disminuido, necesariamente los 

casos que se siguen presentando son violatorios no solo de dicha norma, sino al 

mismo ordenamiento constitucional.  
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Todo lo anterior parte de que la normatividad en cuanto a la defensoría del 

consumidor financiero en Colombia es particular, es decir, específicamente los 

consumidores financieros tienen un sistema jurídico que les sirve de garantía para 

hacer efectivos sus derechos como consumidores, no obstante, todo lo escrito 

anteriormente permite dar una respuesta clara sobre la pregunta de Investigación, 

y es que las políticas de protección del consumidor financiero para el periodo de 

estudio en Colombia no son eficaces toda vez que según las evidencias 

recolectadas y el posterior análisis de las mismas nos permite inferir y deducir que 

a pesar de que la legislación promueve un diseño coercitivo tanto para el Estado 

como para las entidades vigiladas para que realicen campañas de educación 

financiera, implementen el Sistema de Atención al Consumidor Financiero, esto 

para las entidades vigiladas, y formalicen la oficina del consumidor financiero 

también para las entidades vigiladas, y la cantidad de quejas presentadas en todo 

el periodo de estudio demuestra en aumento, lo que denota que no hay educación 

financiera, así como no está configurado el sistema de atención del consumidor 

financiero en algunas entidades vigiladas y las entidades vigiladas en la mayoría 

de oficinas no poseen una persona que enorme el papel del defensor del 

consumidor financiero, lo que sigue poniendo a los usuarios en un alto nivel de 

vulnerabilidad frente a la posición de los bancos y demás entidades que prestan 

bienes y servicios financieros.  
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CAPITULO II. 

2. CARACTERIZACIÓN DEL SISTEMA NORMATIVO EN COLOMBIA SOBRE 

PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR FINANCIERO. 

 

La Constitución política de Colombia es quien de manera expresa regula la 

actividad financiera, es por ello que siendo ella el marco jurídico regulador se 

entiende que el sector financiero y las políticas económicas son de carácter 

público, y ellas se someten al imperio de la ley y son plenamente supervisadas por 

las instituciones que el Estado delegue para tal fin.  

Siendo lo más importante, y siguiendo con la estructura básica de vínculo que nos 

impone el Estado de Derecho del cual todos los ciudadanos somos actores 

principales activos e intervinientes, el amparo Constitucional que tiene la ley 1328 

de 2009 materia de estudio, se basa en lo siguiente 

 

2.1 CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA: 

 
Artículo 335. Las actividades financiera, bursátil, aseguradora y 

cualquiera otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión 

de los recursos de captación a los que se refiere el literal d) del numeral 

19 del artículo 150 son de interés público y sólo puede ser ejercida previa 

autorización del Estado, conforme a la ley, la cual regulará la forma de 

intervención del gobierno en estas materias y promoverá la 

democratización del crédito
48

.  

 

Por lo anterior, y entiendo que el interés general prevalece sobre el particular, se 

reza que las instituciones financieras quedan supeditadas a la intervención del 

Estado para la acogida social del sistema de créditos del cual se pretende un buen 

uso y buenas prácticas para democratizar el sector.  
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2.2 LEY 1328 DE 2009 EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA  

 

En el Diario Oficial No. 47.411. El 15 de julio de 2009, por medio de la Ley 1328 de 

200949 el Congreso de la República emite un sistema de normas relacionadas 

específicamente con los temas del mercado de valores, financieros y de seguros, 

esta ley integra la normatividad que debe regir la actividad del tema del presente 

proyecto de investigación (Sistema de Atención al Consumidor Financiero).  

 

2.3 EL DECRETO 2281 DE 2010  

 

Fue publicado el  25 de Junio de 2010 en el Diario Oficial, con el  No. 47.751.  Por 

intermedio este decreto es reglamentada la Defensoría del Consumidor 

Financiero, y se le impone a los establecimientos de crédito, las entidades 

aseguradoras, los corredores de seguros, las sociedades de servicios financieros, 

de capitalización y las entidades de seguridad social administradoras del régimen 

solidario de prima media con prestación definida, las sociedades comisionistas de 

bolsa, los miembros de las bolsas de bienes y productos agropecuarios y 

agroindustriales y las sociedades administradoras de inversión deben contar con 

un Defensor del Consumidor Financiero. 

 

2.4 DECRETO 663 DE 1993 

 

 

Este Decreto fue publicado en el Diario Oficial No. 40.820 del 5 de abril de 1993. 

Mediante el citado Decreto el Presidente de la República de Colombia, Dr. Cesar 

Gaviria Trujillo, en uso de las facultades extraordinarias actualizó el Estatuto 

Orgánico del Sistema Financiero y modificó su titulación y numeración. 

 

El cambio normativo consiste en lo concerniente a los siguientes artículos.  

 

1. Artículo 72, literal f: este numeral se refiere a la obligación que tienen las 

entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia de suministrar 

                                                             
49
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la información adecuada y razonable indicada por la Superintendencia Bancaria –

hoy Superfinanciera- la cual debe ser entregada al público, a los clientes y 

usuarios para que ellos tomen decisiones informadas y conozcan con claridad el 

alcance de sus derechos y obligaciones contractuales. 

2. Artículo 97, numeral 1 el cual fue modificado por el artículo 23 de la Ley 795 de 

2003 y que hace referencia al deber de las entidades vigiladas de brindar a sus 

clientes y usuarios información transparente que les permita a través de elementos 

de juicio tomar una decisión informada respecto de las diferentes opciones del 

mercado relacionadas con servicios financieros y, 

3. Articulo 98 numeral 4.2 al 4.4 que trata sobre el Defensor del Consumidor 

Financiero; y el Capitulo XIV que establece las reglas concernientes a los temas 

que le compete y protege a la parte más débil de la relación contractual con las 

entidades vigiladas. 

 

 

2.5  EL DECRETO 4759 DE 2005  

 

 

Fue publicado el 30 de diciembre de 2005 en el Diario Oficial No. 46.137. En este 

Decreto el Presidente de la República de Colombia en ejercicio de las facultades 

constitucionales y legales, en especial de las conferidas por los numerales 11 y 25 

del artículo 189 de la Constitución Política, el literal c) del artículo 4° de la Ley 964 

de 2005 y el numeral 4 del artículo 98 del Estatuto Orgánico del Sistema 

Financiero, de conformidad con la remisión efectuada por el artículo 22 de la Ley 

964 de 2005, reglamenta parcialmente el artículo 22 de la Ley 964 de 2005,en lo 

relacionado con el Defensor del Cliente del Mercado de Valores. 

 

2.6 DECRETO 4809 DE 2011 

 

Mediante este decreto el Presidente de la República de Colombia en uso de sus 

facultades constitucionales y legales y en consideración a que se debe brindar 

una protección adecuada a los intereses de los consumidores financieros se 

hace necesario establecer mediante el presente Decreto los principios que las 

entidades financieras deben tener en cuenta para fijar, difundir y publicitar las 

tarifas de los productos y servicios ofrecidos por las entidades vigiladas al 

público. 

http://www.superfinanciera.gov.co/ConsumidorFinanciero/art97.html
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Por otra parte, el presente decreto busca dejar en claro que es de gran 

importancia en la búsqueda de garantizar un nivel adecuado de competencia de 

las instituciones financieras que la información que se suministre a los 

consumidores financieros esté revestida de transparencia, información cierta, 

suficiente y oportuna, legalidad, libertad, correspondencia, estabilidad y 

eficiencia de costos.  

Por otro lado, el Decreto en mención señala que la Superintendencia Financiera 

de Colombia deberá hacer una revisión sobre el objetivo del decreto y establece 

los criterios bajo los cuales deberá llevarse a cabo mencionada revisión y que 

hacen referencia a (a) demanda; (b) costos y (c) masividad 

Es en este decreto en donde encontramos las normas que hacen referencia a la 

divulgación y fijación de las tarifas por operaciones en cajeros automáticos, en 

donde se establece que el costo asociado a este tipo de operaciones bancarias 

deberá ser informado al consumidor financiero antes de llevar a cabo la misma y 

establece las Unidades de Valor Real tope para las tarifas que un 

establecimiento de crédito puede cobrar a sus clientes. 

Por lo anterior, este capítulo es de gran ayuda para entender los conceptos 

específicos que han denotado una prestación de servicios financieros en la 

actualidad con el nivel de acatamiento normativo pertinente,  por ello es importante 

saber quiénes, según la ley 1328 de 2009, son las partes y sujetos de derecho que 

fomentan la actividad financiera en el diario vivir. La norma estudiada ha definido 

al consumidor financiero como todo cliente, usuario o cliente potencial de las 

entidades vigiladas que a su vez reciben por parte de éstas bienes y servicios 

financieros, pero ¿qué son  bienes y servicios financieros?, pues la norma (Ley 

1328 de 2009) ha dicho; se entiende por productos las operaciones legalmente 

autorizadas que se instrumentan en un contrato celebrado con el cliente o que 

tienen origen en la ley. Se entiende por servicios aquellas actividades conexas al 

desarrollo de las correspondientes operaciones y que se suministran a los 

consumidores financieros.  
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2.7 LA LEY 1328 DE 2009 

 

Reconoce de la siguiente forma los intervinientes en las relaciones comerciales del 

sector financiero, dando así acepciones distintivas a cada una de ellos como lo 

veremos a continuación. Para tal, se entiende por: 

a) Cliente: Es la persona natural o jurídica con quien las entidades vigiladas 

establecen relaciones de origen legal o contractual, para el suministro de 

productos o servicios, en desarrollo de su objeto social. 

b) Usuario: Es la persona natural o jurídica quien, sin ser cliente, utiliza los 

servicios de una entidad vigilada. 

c) Cliente Potencial: Es la persona natural o jurídica que se encuentra en la fase 

previa de tratativas preliminares con la entidad vigilada, respecto de los productos 

o servicios ofrecidos por esta. 

d) Consumidor financiero: Es todo cliente, usuario o cliente potencial de las 

entidades vigiladas. 

e) Productos y servicios: Se entiende por productos las operaciones legalmente 

autorizadas que se instrumentan en un contrato celebrado con el cliente o que 

tienen origen en la ley. Se entiende por servicios aquellas actividades conexas al 

desarrollo de las correspondientes operaciones y que se suministran a los 

consumidores financieros. 

f) Contratos de adhesión: Son los contratos elaborados unilateralmente por la 

entidad vigilada y cuyas cláusulas y/o condiciones no pueden ser discutidas libre y 

previamente por los clientes, limitándose estos a expresar su aceptación o a 

rechazarlos en su integridad. 

g) Queja o reclamo: Es la manifestación de inconformidad expresada por un 

consumidor financiero respecto de un producto o servicio adquirido, ofrecido o 

prestado por una entidad vigilada y puesta en conocimiento de esta, del defensor 

del consumidor financiero, de la Superintendencia Financiera de Colombia o de las 

demás instituciones competentes, según corresponda. 

h) Entidades vigiladas: Son las entidades sometidas a inspección y vigilancia de la 

Superintendencia Financiera de Colombia. 

Para tener sustento teórico lo anterior, es decir, la aplicación a  la normatividad 

vigente con respeto a la protección del consumidor financiero, es necesario 
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expresar el propósito de la existencia de los mismos, de tal manera que la debida 

diligencia, libertad de elección, transparencia e información cierta, suficiente y 

oportuna, responsabilidad de las entidades vigiladas en el trámite de quejas, y los 

demás principios rectores de este tópico para con ese fin, hacer efectivo el cambio 

que se pretende con la entrada en vigencia de esta norma, de tal manera que se 

entenderá por qué, para qué, cómo y cuándo se puede como consumidor 

financiero acudir al amparo de sus derechos.    

En consecuencia, los principios rectores que promueven una eficaz defensoría del 

consumidor financiero según la ley 1328, son estos:  

a) Debida Diligencia. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera 

de Colombia deben emplear la debida diligencia en el ofrecimiento de sus 

productos o en la prestación de sus servicios a los consumidores, a fin de que 

estos reciban la información y/o la atención debida y respetuosa en desarrollo de 

las relaciones que establezcan con aquellas, y en general, en el desenvolvimiento 

normal de sus operaciones. En tal sentido, las relaciones entre las entidades 

vigiladas y los consumidores financieros deberán desarrollarse de forma que se 

propenda por la satisfacción de las necesidades del consumidor financiero, de 

acuerdo con la oferta, compromiso y obligaciones acordadas. Las entidades 

vigiladas deberán observar las instrucciones que imparta la Superintendencia 

Financiera de Colombia en materia de seguridad y calidad en los distintos canales 

de distribución de servicios financieros. 

b) Libertad de elección. Sin perjuicio de las disposiciones especiales que 

impongan el deber de suministrar determinado producto o servicio financiero, las 

entidades vigiladas y los consumidores financieros podrán escoger libremente a 

sus respectivas contrapartes en la celebración de los contratos mediante los 

cuales se instrumente el suministro de productos o la prestación de servicios que 

las primeras ofrezcan. La negativa en la prestación de servicios o en el 

ofrecimiento de productos deberá fundamentarse en causas objetivas y no podrá 

establecerse tratamiento diferente injustificado a los consumidores financieros. 

c) Transparencia e información cierta, suficiente y oportuna. Las entidades 

vigiladas deberán suministrar a los consumidores financieros información cierta, 

suficiente, clara y oportuna, que permita, especialmente, que los consumidores 

financieros conozcan adecuadamente sus derechos, obligaciones y los costos en 

las relaciones que establecen con las entidades vigiladas. 

d) Responsabilidad de las entidades vigiladas en el trámite de quejas. Las 

entidades vigiladas deberán atender eficiente y debidamente en los plazos y 
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condiciones previstos en la regulación vigente las quejas o reclamos interpuestos 

por los consumidores financieros y, tras la identificación de las causas 

generadoras de las mismas, diseñar e implementar las acciones de mejoras 

necesarias oportunas y continuas. 

e) Manejo adecuado de los conflictos de interés. Las entidades vigiladas 

deberán administrar los conflictos que surjan en desarrollo de su actividad entre 

sus propios intereses y los de los consumidores financieros, así como los 

conflictos que surjan entre los intereses de dos o más consumidores financieros, 

de una manera transparente e imparcial, velando porque siempre prevalezca el 

interés de los consumidores financieros, sin perjuicio de otras disposiciones 

aplicables al respecto. 

f) Educación para el consumidor financiero. Las entidades vigiladas, las 

asociaciones gremiales, las asociaciones de consumidores, las instituciones 

públicas que realizan la intervención y supervisión en el sector financiero, así 

como los organismos de autorregulación, procurarán una adecuada educación de 

los consumidores financieros respecto de los productos y servicios financieros que 

ofrecen las entidades vigiladas, de la naturaleza de los mercados en los que 

actúan, de las instituciones autorizadas para prestarlos, así como de los diferentes 

mecanismos establecidos para la defensa de sus derechos 

Al tenor de lo anteriormente expuesto, se creó una apertura de publicidad que 

manifestaba las garantías que tenían los usuarios del servicio financiero, 

detallando allí, entre otras cosas, los derechos con los que contaban los 

consumidores, además del procedimiento del trámite de quejas y reclamos cuando 

los derechos de éstos se vean afectados, así como la asistencia gratuita a que 

ellos tienen derecho cuando no posean información suficiente, cierta y oportuna 

emitida por las entidades del sector financiero y es ahí cuando  la 

Superintendencia Financiera establece un tope de sanciones  para quienes no 

cumplan con los derechos que se les reconoce a los consumidores financieros, 

que llegaría hasta el cierre y ausencia de legalidad de las entidades violadoras de 

la ley 1328 de 2009.  

A continuación me dispongo a explicar los Decretos reglamentarios que se 

encargan de darle vigencia y vida a la norma sustancial, para en ello, en lo 

procedimental, entender la efectividad de la norma.    

 

El Decreto 4611 de 2010, ha modificado el decreto 25555 de 2010 en lo 

concerniente a “Redescuentos de contratos de Leasing”.  Se entiende por 
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redescuento de contratos de leasing toda operación en virtud de la cual una de las 

entidades de redescuento señaladas en el artículo anterior, entrega recursos a 

una compañía de financiamiento o a un establecimiento bancario para que estos 

financien operaciones de leasing. 

Lo anterior, a cambio de la suscripción de pagarés en blanco con carta de 

instrucciones o a través de la cesión condicionada de los cánones de 

arrendamiento derivados de los contratos de leasing redescontados. 

 El Decreto 4032 de 2010, es complementario al Decreto 2555 de 2010 y en él se 

reglamentan los criterios de materialidad aplicables a las inversiones de capital 

realizadas a través de filiales y subsidiarias en entidades financieras del exterior, 

también modifica el Decreto 2555 del 15 de julio de 2010 y se reglamenta la 

función de conciliación del Defensor del Consumidor Financiero. 

El Decreto 3594 de 2010 modifica el Decreto 2555 de 2010 y se reglamenta el 

artículo 100 de la Ley 1328 de 2009. Servicios financieros prestados a través de 

corresponsales cambiarios. 

 El Decreto 3593 de 2010 Reglamenta el artículo 84 de la Ley 1328 de 2009, 

imparte el procedimiento para que dichas auditorias se practiquen con el lleno de 

los requisitos legales correspondientes, que para tal efecto dicho artículo refiere lo 

siguiente:  

 
 

ARTÍCULO 84. AUDITORÍAS. La Superintendencia Financiera de 

Colombia podrá ordenar a las entidades vigiladas la contratación de 

auditorías externas. El Gobierno Nacional deberá, mediante normas de 

carácter general, establecer los objetivos y eventos de las mencionadas 

auditorías, así como la forma en que las mismas deberán llevarse a cabo, 

el contenido de los informes y los demás aspectos relacionados con la 

manera como se realizarán
50

. 

 

Siguiendo la estructura metodológica que la Universidad Libre fórmula para este 

tipo de  investigación, y ya teniendo claro lo anterior, es importante decir que la 

presente investigación es de Naturaleza Mixta, dado que tiene elementos de 

Carácter Cualitativo y Cuantitativo,   se enmarca en el Enfoque Disciplinar del 
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COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 
Oficial No. 47.411. Artículo 84  
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Realismo Jurídico, cuyo tipo de investigación ha ido Ius-sociologico, 

exploratorio,  bajo una forma Teórico-Práctica y/o Documental - de Campo;  la 

pertinencia metodológica que la investigación exige ha sido  bajo el método de la 

Inducción –Deducción, ahora ben, la esencia de esta investigación es determinar 

la eficacia de una norma, en este caso es de la ley 1328 de 2009, pues el estudio 

se hace en la población frente a la aplicación o no aplicación de la norma materia 

de estudio datado en el número de quejas en el determinado periodo de estudio 

(2010-2013). Como ya se dijo, la eficacia de la norma es el centro de estudio, pues 

la novedad de la misma es la que crea la necesidad de evidenciar las 

problemáticas por la aplicación de la misma, y además por las teorías jurídicas 

que circunscriben este tópico.  

El estudio del derecho y la práctica social de este misma ciencia social ligan esta 

metodología, pues la función social del derecho, para quien les escribe, es de vital 

importancia en la  materialidad de la vida, porque de ahí se desprende los 

verdaderos valores que hacen funcional una sociedad tan desigual como la 

Colombiana.  

Como lo dije unos renglones por encima, este novedoso tema (Protección al 

Consumidor Financiero) ha tenido en la historia de nuestro país una no muy 

interesante acogida, de ahí, que las reglamentaciones y normatividad vigente es 

reciente en el tiempo. Quisiera sin duda alguna, que esta investigación pudiera 

servir como línea investigativa a otras personas que al igual que yo, están 

interesadas en que las normas para la defensa del consumidor financiero sean 

efectivas, porque así la libre competencia será más eficiente e integral y la 

prestación de servicios financieros más igualitaria. Todo lo anterior manifiesta que 

esta investigación es de tipo ius-sociologico exploratorio, pues en el recaudo 

de evidencias, las tendencias fueron el eje principal de análisis. Pero no se puede 

dejar de lado que, a partir de todo lo aquí acreditado se puede inferir que esta 

investigación también es descriptiva,  como quiera que aquí se ha explicado 

meticulosamente el comportamiento del Sistema de Atención al Consumidor 

Financiero, tomando como objeto al consumidor financiero respecto de sus 

vínculos contractuales con las entidades vigiladas.  

El método de investigación utilizado es la deducción –inducción ya que  el 

presente proyecto se ha desarrollado bajo una Forma Documental – de Campo 

y/o Teórico –Práctica, pues de la información recolectada, de la percepción 

directa del sujeto de estudio (consumidor financiero), y del mismo problema de 

investigación que para este efecto es la eficacia de la norma, pude hilar la 

sustancia normativa con la realidad social, desertando por un momento de mi 
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calidad de aprendiz y a partir de mi análisis y comprensión del fenómeno social 

transformar la concepción real del problema aquí planteado. La observación del 

fenómeno jurídico propuesto me permite comprender la situación real con sencillez 

y sin transformación alguna, de tal manera que las conclusiones que se 

determinen partan sensiblemente de la naturaleza social del problema objeto de 

estudio, lo que a su vez me permite deducir una posible respuesta para aquél 

problema de investigación que en sano juicio deberá ser corroborada en la 

hipótesis planteada.  

Las fuentes para la recolección de la información son las terciarias como quiera 

que me he valido de información suministrada por la Superintendencia Financiera 

de Colombia recolectada para  el periodo de estudio (2010-2013) sobre la cual he 

puesto en práctica el análisis de las aquellas estadísticas. Todo esto basado en la 

técnica de análisis del contenido  de estadísticas y muestras.  

Como se dijo en el capítulo anterior ha de ser tres factores los que se determinen 

presenciar aquí para fijar la respuesta que se viene apoyando en una serie de 

evidencias, por ello, y también apoyado en la Teoría Tridimensional de la Norma 

quiero recalcar  el objetivo central de la investigación, como quiera que dentro de 

todos los fenómenos perceptibles me es menester saber si es eficaz o no la norma 

materia de estudio, y como ya se ha leído los primeros indicios demuestran que 

hasta ahora, la norma, no lo es.  

Como valor supremo(vector I) en este tópico en específico tenemos  los 

derechos del consumidor financiero, que para tal fin cuidadosamente he 

intentado aducir así; recibir, atendiendo al principio de debida diligencia, productos 

y servicios con estándares de calidad que han sido aprehendidas por las 

entidades vigiladas como obligaciones, imposiciones derivadas de carta magna 

que protegen la individualidad del sujeto y no el andamiaje de los poderes 

económicos exclusivos. Aduciendo a la libertad de elección, los consumidores 

financieros deberán recibir por parte de las entidades vigiladas ofertas claras, 

explicitas, expresas y eficaces de tal manera de que no quede duda alguna sobre 

el servicio que se va a recibir ni en los términos y condiciones a que se es sujeto, 

esto, acordándonos que por estos días es usual que el contrato de adhesión no 

permite que las partes acuerden nada, de tal manera que el consumidor financiero 

queda atado de pies y manos frente al contrato que en muchas oportunidades ni 

entiende ni lee y así lo firma, causando lógicamente un desequilibrio contractual 

de tal manera que la libre elección sea efectiva en la individualidad de los 

contratantes, situación que como ya hemos visto en la presentación de quejas 

sigue estando en el papel, pues no es efectivo el cumplimiento de la norma.  
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La transparencia e información cierta, suficiente y oportuna es un ideario del 

legislador, pues entiendo en lo aquí estudiado que la formación parte de la buena 

información, y la buena información es factor prioritario en el desarrollo social e 

individual de las personas, razón por la cual se toma esto como principio 

normativo para construir idóneamente un camino financiero seguro, próspero y 

proyectado hacia el futuro, pero pues es evidente que se queda como ideario, 

pues recientemente se ha visto en medios de comunicación cómo las entidades 

vigiladas hacen y efectúan cobros irrisorios sin tener en cuenta que la información 

debe ser gratuita, pues de ello parte que sea igualitario el acceso a los servicios 

financieros. Para que todo lo anterior sea eficaz y material, las entidades vigiladas 

tienen la obligación de atender diligentemente y con seriedad (en el término legal) 

las quejas que los consumidores financieros invoquen por cualquier situación, de 

tal manera que sea haga efectivas las reclamaciones propias de una dolencia 

generalizada del país llamada ignorancia, una ignorancia que causa dolor en las 

finanzas del conglomerado social. Claro está, que desencadenada por la falta de 

información y educación oportuna. De ahí que los tres pilares básicos de la norma 

materia de estudio han determinado el camino de este proyecto, pues de su 

estricto cumpliendo refleja la eficacia de la misma norma, y lógicamente de su 

inobservancia la ineficacia de la misma como política pública. 

Para hacer un análisis cualitativo y cuantitativo de las evidencias recolectadas en 

este investigación, es menester recordar rápidamente, para hacer un enfoque 

objetivo, cuáles son los derechos más importantes de los consumidores 

financieros con el fin de inferir la eficacia o ineficacia de la norma y los factores 

que la determinan. Resulta que recibir la prestación de los servicios adquiridos con 

seguridad y calidad es imperativo para ordenamiento legal Colombiano, así como 

obtener la famosa información financiera de la cual se ha hablado tanto en esta 

reseña que permita entender el producto ofrecido y comparar con el resto de la 

industria financiera en el mercado. Adoptar eficazmente un sistema de educación 

financiera sobre servicios, productos, derechos, obligaciones, costos y 

mecanismos de protección es el dispositivo idóneo por parte de las entidades 

vigiladas para satisfacer el derecho a la información y a la educación para los 

usuarios. Los consumidores financieros están en todo el derecho y la obligación 

de cerciorarse si la entidad con la que va a contratar es vigilada por la 

superintendencia Financiera. Revisar los términos y condiciones de los contratos 

es el paso que hay que tomar para evitar de dolores de cabeza sobre el 

procedimiento que las entidades vigiladas puedan ejercer en la ejecución del 

mismo contrato, así como la información del mismo contrato debe ser 

comprensible, y la publicidad del producto debe ser clara, veraz y oportuna. Y para 
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finalizar, hay que decir que el precio de todos los productos y servicios ofrecidos 

de manera masiva deben ser publicados en la página web de cada corporación así 

como en sus oficinas y cajeros. Lo anterior está basado en las siguientes 

referencias normativas; Articulo 98 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, 

Decreto 2230/06.  

Siguiendo con la construcción piramidal de la Teoría Tridimensional51, en el 

segundo enfoque (vector II) los hechos son evidenciados en las estadísticas 

y muestras tomadas en el periodo de estudio 2010-2013, recolectadas de la 

página web de la Superintendencia Financiera de Colombia quien suministró los 

datos expuestos en el capítulo anterior. 

Los hechos materia de este estudio corresponde demográficamente a la siguiente 

población; usuarios pertenecientes al Sistema Asegurador e intermediarios de 

Seguros, usuarios de establecimientos de crédito, Administradoras de Sistemas de 

Pago de Bajo Valor, Almacenes Generales de Depósito, Bolsas Agropecuarias, 

Bolsas de Valores, Compañías de Financiamiento, Compañías de Seguros 

Generales, Compañías de Seguros de Vida, Cooperativas Financieras, 

Cooperativas de Seguros, Corporaciones Financieras, Entidades Administradoras 

del Régimen Solidario de Prima Media, Entidades Titularizadoras, 

Establecimientos Bancarios, Fondos de Garantías, Fondos Mutuos de Inversión, 

Instituciones Oficiales Especiales (IOE), entre otras. Por ello quiero que se estudie 

con cuidado un pequeño resumen de cada diagrama pastel dentro del periodo de 

estudio para explicar el vector II.  
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TANTALEÁN ODAR, Reynaldo Mario. La adimensionalidad de la tridimensionalidad jurídica: un 
fantasma llamado derecho. Disponible en: 
[http://www.derechoycambiosocial.com/revista016/tridimensionalidad%20del%20derecho.htm] 

http://www.derechoycambiosocial.com/revista016/tridimensionalidad%20del%20derecho.htm
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Ilustración 8:   Quejas Recibidas D.C.F. – Consolidado por Sector – año 2010
52

 

 

 

Ilustración 9:   Quejas Recibidas D.C.F. – Consolidado por Sector – año 2011
53
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 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/consolidadoporsector/2010 
53 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/consolidadoporsector/2011 

http://www.superfinanciera.gov.co/
http://www.superfinanciera.gov.co/
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Ilustración 10:   Quejas Recibidas D.C.F. – Consolidado por Sector – año 2012
54

 

 

En estas graficas se presentan diversas situaciones que hay que tomar tiempo 

para analizar. Evidentemente el número de quejas presentadas ente el Defensor 

del Consumidor Financiero por sectores muestra a las Entidades Bancarias como 

el sector que más presenta deficiencias a nivel de ejecución de cumplimiento de la 

normatividad estudiada, ello porque al contrario de lo que se debiera pensar, 

resulta que las quejas año tras año como se evidencia en las gráficas van 

creciendo en el sector bancario, tomándose la porción más significativa dentro del 

esquema. Los porcentajes son claros y evidencian la ineficiencia de la norma en 

los mecanismos básicos de la protección al consumidor financiero desde el punto 

de vista meramente comercial. Las gráficas demuestran también que hay durante 

estos primeros años una insatisfacción comercial sin precedentes con el sistema 

financiero, como quiera que las quejas puestas en conocimiento de las entidades 

vigiladas, defensor del consumidor financiero y superintendencia financiera de 

Colombia son una parte de la gran problemática que se encuentra en el país, 

porque son muchas las personas tanto naturales como jurídicas que por los 

excesivos trámites para la solución de sus quejas o insatisfacciones prefieren 

                                                             
54 Disponible en: www.superfinanciera.gov.co/consolidadoporsector/2012 

http://www.superfinanciera.gov.co/
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hacer caso omiso a las diferentes herramientas que la ley 1328 de 2009 le trae a 

los mismos consumidores.  

Los demás sectores que hacen parte del sistema financiero en Colombia han 

demostrado cambios considerables, partiendo de las gráficas, ya que aunque son 

considerables las quejas que se han interpuesto no presentan un crecimiento 

desproporcional frente a los derechos del consumidor financiero, esto se debe a 

que el portafolio de servicios aparentemente es más comprensible y claro en el 

momento de contratar, razón que es vital para mantener el equilibrio contractual, 

pero lo no destacable de dichos sectores es que siguen manteniendo una 

regularidad frente al número de quejas por año, y eso en cierta manera es dañino 

para el sistema financiero, pues la superintendencia financiera de Colombia ha 

invitado en varias oportunidades asesorar a los diferentes sectores para que su 

portafolio de servicios sea claros, oportunos y beneficiosos al consumidor, de tal 

manera que en principio el derecho de libre competencia sea efectivo y los 

usuarios decidan con amplitud de conocimiento cuál entidad presta o no mejor su 

servicio determinado.  

Para que los hechos de los cuales se trata este vector II sean corroborables con 

cifras oficiales es menester mostrar, como más adelante se hará, cuales son los 

motivos y vías de hecho que han ocasionado que los consumidores financieros 

impetren quejas o reclamaciones a algún sector del sistema financiero, esto, 

porque la superintendencia ha resuelto clasificar por motivos más significativos  

las situaciones que crean insatisfacciones en los consumidores. Todo ello se 

ajusta al periodo de estudio en el cual se ha plasmado esta investigación, las 

estadísticas son evidentes y dicientes frente a la protección del consumidor 

financiero.  

  



59 

 

PRINCIPALES MOTIVOS CONSOLIDADO 2010. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ilustración 11:   Principales Motivos Consolidado 2010
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PRINCIPALES MOTIVOS CONSOLIDADO 2011.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ilustración 12:   Principales Motivos Consolidado 2011
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PRINCIPALES MOTIVOS CONSOLIDADO 2012. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ilustración 13:   Principales Motivos Consolidado 2012
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PRINCIPALES MOTIVOS ENERO/MARZO 2013.  

 

 

 

 

  

  

               

 

Ilustración 14:   Principales Motivos Primer Trimestre 2013
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57
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Como vector III tenemos la norma materia de estudio, normatividad 

complementaria que para el infortunio de este estudio, aunque rigurosa y 

compleja no posee aun con eficacia frente a las necesidades de los consumidores, 

esto, porque tres años después de promulgada y entrada en vigencia la norma, 

sigue siendo desastroso el nivel de inconformidades en la prestación de servicios 

financieros, y aún más preocupante, el pobre nivel de educación financiera de la 

población en general.  

La norma específicamente tratada es la ley 1328 de 2009 quien es la que 

establece el Régimen de Protección al consumidor Financiero, de tal manera que 

se su organización estructural está formada por VIII capítulos que en su orden 

contienen los siguientes temarios; el Capítulo I toca los aspectos más generales 

tales como el objeto y ámbito de aplicación, principios rectores, definiciones; el 

Capítulo II habla específicamente sobre los derechos y los obligaciones de los 

consumidores financieros, que ya dentro del cuerpo de esta investigación se han 

tratado a profundidad y puesto ejemplos claros; el Capítulo III  establece el 

Sistema de Atención al Consumidor Financiero, tratando los elementos y 

mecanismos para hacer efectiva esta figura que no tiene ningún fin diferente a 

otorgarle todos los mecanismos a los consumidores financieros para que dentro 

del espectro jurídico las entidades vigiladas atiendan con rectitud y transparencia 

las reclamaciones o quejas que se interpongan por parte de los mismos 

consumidores.  

El Capítulo IV esboza la información del consumidor financiero, construyendo un 

mínimo básico de información financiera que el consumidor debe tener en cuenta 

para optar por contratar con determinada entidad, así como la manera en que las 

entidades vigiladas deben suministrarla y el énfasis que se debe propender. El 

Capítulo V habla sobre las clausulas y prácticas abusivas, su prohibición, formas, 

y cesación de ejecución así como El Capítulo VI nos habla de las funciones de la 

defensoría del consumidor financiero, quien debe ejercer ese rol, la autonomía e 

independencia, sus decisiones y conceptos dentro de las facultades y limites que 

tiene para ejercer la debida protección al consumidor. El Capítulo VII expresa los 

procedimientos que el defensor del consumidor financiero tiene que ejecutar para 

la resolución de las quejas y reclamaciones, y por último el Capítulo VIII estipula  

el Régimen Sancionatorio, que en este caso me voy a permitir remitirme 

literalmente a la norma: “El artículo 21 se refiere al Régimen sancionatorio por el  

incumplimiento de las normas previstas en el Título I de la Ley 1328 de 2009, esto 

es por infracción a  cualquiera de las disposiciones contenidas en el Régimen de 

Protección al Consumidor Financiero. 
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De manera general, lo establecido en el presente artículo implica lo siguiente: 

1. La SFC puede sancionar tanto a la Entidad Vigilada (representantes legales y 

funcionarios) como a los Defensores del Consumidor Financiero, previa 

investigación administrativa. 

 2. Las sanciones institucionales o personales pueden sobrevenir por infracción a 

las siguientes materias: 

A los principios orientadores de la protección al consumidor financiero 

A los derechos de los consumidores financieros 

A las obligaciones de las entidades vigiladas y sus administradores y funcionarios 

(Obligaciones especiales, SAC, las relacionadas con el Defensor del Consumidor 

Financiero, utilización de cláusulas abusivas en contratos o por prácticas abusivas, 

etc.) 

A cualquier otra norma de protección al consumidor financiero.” 

Las demás normas que apoyan  la ley 1328 de 2009 son el Decreto 663/93 por 

medio del cual se expide el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, así como  

El Decreto reglamentario de la ley 1328 de 2009 como lo son el Decreto 2555 de 

2010 que en sus artículos 2.34.2.1.1 al 2.34.2.1.9 que especifica el Régimen 

aplicable a la Defensoría del Consumidor Financiero. También el artículo 20 del 

Decreto 4327 de 2005 Dirección de Protección al Consumidor Financiero.  

La ley 1480 de 2011 que constituye el Estatuto del Consumidor también es una 

fuente de apoyo normativo de la mencionada norma estudiada, como quiera que 

las funciones jurisdiccionales otorgadas en aquél estatuto le dan potestades 

administradoras de justicia, para tal fin el nuevo código general del proceso trae 

consigo aquella posibilidad que la de que la Superintendencia Financiera de 

Colombia surta efectos jurídicos vinculantes derivados de la toma de decisiones 

en cuanto a sanciones o imposición de multas para aquellas entidades vigiladas 

que desconozcan el propósito  principal de las normas que van hacia protección 

del consumidor financiero.  
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CAPITULO III 
3. CORROBORACIÓN O VALIDACIÓN DE LA HIPÓTESIS. 

 
Ya durante toda esta investigación se han presentado evidencias, muestras y 

apreciaciones que han forjado en el criterio del lector un análisis individual del 

comportamiento de la problemática estudiada. Fruto de la pregunta básica de esta 

investigación que para este caso es ¿Son eficaces las políticas de protección 

al consumidor financiero en Colombia periodo de estudio 2010-2013? , pues 

a decir verdad es besante claro que no lo son.  

Bastante se ha dicho que la ley 1328 de 2009 que es la ley que establece el 

Régimen de protección al consumidor financiero se cimentó bajo tres pilares 

esenciales como lo son el suministro de información, la debida diligencia en la 

prestación de los servicios y la consolidación de la figura de la defensoría del 

cliente, criterios que a toda luz son preventivos para evitar futuras quejas o 

reclamaciones y en sí que haya equidad y simetría en la relaciones jurídicas que 

se establecen con las entidades vigiladas. 

Las gráficas son reveladoras en el sentido en que no cabe la menor duda de que 

los motivos por los cuales los usuarios o clientes financieros hacen ejercicio de su 

derecho a quejarse son los que precisamente las que el legislador en la creación 

de la norma materia de estudio estipuló para que no se violentaran los derechos 

de los consumidores. Asuntos tan reprochables como el suministro de información 

insuficiente o errada, descuentos injustificados, esto a pesar de que dentro de las 

obligaciones especiales que tienen las entidades vigiladas están las de abstenerse 

de hacer cobros no pactados o no informados previamente al consumidor 

financiero y también de abstenerse de hacer cobro alguno por gastos de cobranza 

sin haberse desplegado una actividad real encaminada dicha gestión y sin haber 

informado con antelación al consumidor sobre el valor de los mismos, así como 

reporte a centrales de riesgo injustificado, aspectos contractuales tales como 

incumplimiento o modificaciones de las condiciones y cláusulas de los contratos 

financieros, pues tal y como lo indica la norma las entidades vigiladas deben 

abstenerse de incurrir en conductas que conlleven abusos contractuales o de 

convenir cláusulas que puedan afectar el equilibrio contractual o dar lugar a un 

abuso de posición dominante. También se evidencian las fallas en los cajeros 

automáticos, aun cuando la norma establece para ello que las entidades 

bancarias, en este caso, deben disponer de los medios electrónicos y controles 

idóneos para brindar eficiente seguridad en las transacciones, a la información 

confidencial de los consumidores y las redes que la tenga. La indebida atención al 
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consumidor financiero es una de las más oscuras falencias de las entidades 

vigiladas. Esta problemática maneja dos aspectos, el primero es que las entidades 

vigiladas por obvias razones no pueden ser juez y parte en la resolución de 

controversias con los usuarios de los diferentes sectores financieros, por eso es 

que se provee de una figura como el defensor del consumidor financiero 

respaldado por la figura jurídica del Sistema de Atención al Consumidor Financiero 

insertada dentro de la ley 1328 de 2009, y las entidades no ejecutan con literalidad 

la esencia de tal figura, formando trabas alrededor de la angustiosa masificación 

de quejas anuales tales como la ausencia de la figura del defensor del consumidor 

financiero dentro de las oficinas de  los bancos, argumentando con ellos que la ley 

no les obliga a tenerlos en  cada oficina donde dichas entidades prestan sus 

servicios sino en la oficina principal de la correspondiente entidad, a lo cual a mi 

juicio estaría violentando la diligencia en la resolución de la queja, y además 

dilatando lo que en principio se le garantiza en el texto de la norma al consumidor 

financiero como la responsabilidad en el trámite de quejas.  

Y el segundo aspecto yace en lo siguiente, es inocuo o tan siquiera ingenuo 

pensar que las entidades vigiladas pacten con el usuario financiero la 

obligatoriedad de las decisiones que adopte el Defensor del Consumidor 

Financiero, toda vez que le lesivas al patrimonio de la entidad, y esa es una crítica 

a la norma, pues no se puede pensar que una entidad pague un determinado 

salario a una persona que la ley lo obliga a ser en la mayoría de casos su 

contraparte para que exprese conceptos que le pueden ser lesivos, de tal manera 

que la objetividad en dicha norma perdió su rumbo, y mucho menos será en la otra 

opción que la misma norma expresa, y es que prosa que podrán ser obligatorias 

para las entidades vigiladas las decisiones del Defensor del Consumidor 

Financiero cuando los reglamentos de las entidades así lo hayan previsto. Aun 

siendo así las cosas, la Corte Constitucional en Sentencia C-1150 de 2003 59 

declaró inexequible el requisito de asistir al defensor del cliente antes de 

interponer una queja ante la Superintendencia Financiera de Colombia, razón por 

la cual le deja al consumidor financiero a su discrecionalidad fijar su queja ante la 

autoridad que él guste para efectos de la pronta resolución de su queja.  

Hablando precisamente de la corroboración de la hipótesis, se dijo en la 

justificación de la misma que el abuso de la posición dominante y prácticas 

                                                             

59
 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C – 1150 de 2003. M.P. Eduardo 

Montealegre Lynett. Bogotá, D. C., dos (02) de diciembre de dos mil tres (2003) 
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abusivas seguían estando a la orden del día. Como dato curioso quiero hacer en 

introspectiva el siguiente análisis en forma de crítica constructiva, la norma fue 

expedida el 15 de Junio de 2009 y su vigencia parte desde el 1º de Julio de 2010 

en adelante, tal y como lo dice el parágrafo del artículo 12 de la ley 1328 de 2009 

que me voy a permitir traer con literalidad aquel párrafo: 

 

“Las prácticas abusivas están prohibidas a partir de la entrada en 

vigencia de la presente norma y serán sancionables conforme lo 

dispone la Superintendencia Financiera de Colombia y la ley”60. 

 

 

Entonces yace una pregunta clara, evidente y concisa, las prácticas abusivas de la 

entrada en vigencia hacía atrás eran permitidas y no sancionables?, esto 

demuestra que al mismo legislador le falta firmeza y si se quiere un poco de 

astucia para atajar de raíz este daño para la población colombiana para dejarla en 

vigencia desde su expedición y no desde la entrada en vigencia de la norma.  

Siguiendo con el hilo conductor de este capítulo,  es importante decir por qué no 

ha funcionado la educación financiera para los consumidores financieros. La 

norma ha concebido en el sistema normativo colombiano la educación como un 

principio, un derecho del consumidor, una obligación especial de las entidades 

vigiladas y un instrumento de intervención del Gobierno Nacional. El artículo 3º de 

la ley 1328 de 2009  en su literal f) le ordena a las instituciones financieras 

procurar por una adecuada educación de los consumidores financieros respecto 

de los productos y servicios financieros que ofrecen las entidades vigiladas, de la 

naturaleza de los mercados en los que actúan de las instituciones autorizadas 

para prestarlos, así como de los diferentes mecanismos establecidos para la 

defensa de sus derechos, de tal manera que las entidades vigiladas se obligan a 

desarrollar programas y campañas de educación financiera a sus clientes sobre 

los diferentes productos y servicios que prestan. La norma para ello establece que 

durante todos los momentos de su relación con la entidad vigilada el usuario debe 

recibir una adecuada educación respecto de las diferentes formas de instrumentar 

los productos y servicios ofrecidos, y para ello precisamente le da también vida al 

defensor del consumidor, para que mediante sus decisiones y concepciones 

circunstanciales vaya procurando una mejor educación financiera, de tal manera 

                                                             
60

COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1328 (julio 15) de 2009 Por la cual se dictan 

normas en materia financiera, de seguros, del mercado de valores y otras disposiciones. Diario 

Oficial No. 47.411. Artículo 12  
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que los consumidores puedan tomar decisiones acertadas en la escogencia y 

vinculación contractual con la entidad, así como que sus derechos no se vean 

desmejorados en la medida que se ha venido viendo aquí que está ocurriendo. 

Por todo esto, quiero hacer una breve introversión, pues es fundamental que, ya 

como se ha observado que las entidades vigiladas hacen caso omiso en algunas 

oportunidades de normas y las toman como discrecionales mas no obligatorias, 

pues si es necesario que las entidades vigiladas como primera medida estén 

obligadas a poner todos los medios necesarios para efectuar campañas de 

educación e información financiera, de tal manera que el consumidor financiero 

aprenda claramente cuál es el fin de la campaña y cómo se puede ejecutar la 

publicidad. También es importante aclarar los límites de la obligación de educar en 

los diferentes actores que hacen parte del concepto de consumidor, bien sea, 

cliente, usuario y cliente potencial o si la normatividad cobija la totalidad de los 

mismos.  

Para tal efecto las actividades académicas de las universidades bien sea en sus 

materias, foros, seminarios, simposios, etc., realizadas con patrocinio de las 

entidades vigiladas se capaciten de manera amplia para que puedan desde los 

jóvenes implementar parte de la educación que al igual que la académica se 

necesita para el desarrollo socio económico del país, como quiera que del trabajo 

conjunto se pueda evacuar en la historia aquel penoso y desastroso momento en 

el cual los consumidores financieros eran fichas de ajedrez por parte de los grupos 

económicos de cuales recibían bienes y servicios financieros.  

Por último, en cuanto a la educación financiera se refiere, hay que hacerle mayor 

énfasis del uso adecuado del portafolio de bienes y servicios financieros a los 

adultos mayores, así como a los campesinos, pequeños microempresarios y 

demás sectores de la población productiva en Colombia que precisamente para 

ser más productivos requieren de capacitaciones y educación financiera para ser 

mayormente eficaces.  

El objetivo en términos de eficacia sobre protección al consumidor financiero es 

hacer más efectivos sus derechos a menor costo, pues es de anotar que en 

Colombia para proteger los derechos de los mismos existen además de las figuras 

que trae la ley 1328 de 2009, también existen  las auditorías internas y externas, 

revisoría fiscal, autorregulación, supervisión estatal, revelación de información, 

gobierno corporativo, contralor normativo, oficial de cumplimiento, y si todos ellos 

son respaldados por costas de las entidades vigiladas es muy posible que los 

bienes y servicios suban de precio, de tal manera que en ese sentido sería un 

contrasentido hacer tanta observancia con poca eficiencia, porque entre otras 



67 

 

cosas, una de las fallas más graves que tiene el sistema financiero colombiano 

con respecto a los derechos del consumidor financiero son los alcances de 

aquellas tantas figuras que van en procura de un bienestar financiero general, 

pero en el cuanto a su instrumentación y procedimental ismo se quedan cortos en 

ejecución, lo que a todas luces agravaría la condición de vulnerabilidad en la que 

se está dejando el patrimonio de la población económicamente activa.  
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4. CONCLUSIONES 

 

Este estudio ha traído al lector información por doquier que ha sido en el capítulo 

anterior corroborada dentro de un marco normativo y unas circunstancias socio-

jurídicas. Después de todo el tiempo que llevo estudiando la problemática de los 

derechos del consumidor financiero son tres las conclusiones a saber: 

1) No son eficaces la políticas de protección al consumidor financiero en 

Colombia en el periodo de estudio 2010-2013 como quiera se han sentado 

unas bases jurídicas (ley 1328 de 2009) claras, amplias y coherentes en pro 

de los derechos del consumidor financiero, pero los sistemas de ejecución 

de dichas políticas son en gran parte desconocidos por parte de las 

entidades vigiladas, y aunque el sistema sancionatorio puede funcionar, no 

se destruye la problemática inicial, que es la prevención por medio de la 

educación e información hacía el consumidor que entre otras cosas, debe 

estar supervisada por la actividad vigilante del Estado.  

 

2) El Sistema de Protección al Consumidor Financiero es una base 

importantísima en el desarrollo de la actividad comercial y financiera en el 

país, máxime cuando el Defensor del Consumidor Financiero sea una 

persona idónea, independiente y crítica frente a las problemáticas que 

convergen alrededor de la relaciones contractuales entre las entidades 

vigiladas y las consumidores, no obstante, en la actualidad no es posible 

visualizar el cuerpo sistemático de esta persona, como quiera que la 

novedad de la norma le exige mayor preparación académica y agudeza en 

la valoración de cada hecho que parta de la queja de algún consumidor 

financiero para su articulación y ejecución con respecto a la norma, pues el 

exceso de texto en la norma y poca planeación de ejecución son la causa 

principal para que dicha figura tenga el uso adecuado para solventar las 

necesidades propias de la violación de los Derechos de los Consumidores. 

Ahora, cabe decir que hay algo claro que no se puede esconder, y en que si 

la Superfinanciera, en representación del Estado, no financia al defensor 

del consumidor, es muy probable que no haya independencia y autonomía 

en las decisiones; y si bien es cierto que el principio constitucional de la 

buena fe se debe suponer, también es claro que por la cosmovisión del 

pueblo colombiano sería un arma de doble filo, es decir, por la cultura de 

premios, ayudas, gabelas o demás artificios se pueden ver perjudicados los 

intereses de los consumidores, y en eso si hay que ser enfáticos, porque no 
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puede ser posible, como lo dije unos renglones arriba, que una decisión 

formal sobre la calidad de un servicio financiero sea emitida por una 

persona pagada por la institución financiera, que si bien es cierto tiene unos 

fines serios y críticos, pero comparte salas, pasillos, auditorios, reuniones, y 

demás locaciones que lo harían más próximo a las entidades vigiladas que 

a los mismos consumidores.  

 

3) El Sistema de Atención al Consumidor Financiero (SAC) es una 

herramienta valiosa para los consumidores financieros en Colombia, porque 

todo el andamiaje encaminado y construido para defender los intereses de 

los vulnerables en la relación jurídica con una institución bancaria con el 

tiempo va a tener unos frutos muy prósperos, porque todos los 

procedimientos propuestos por la SAC, incluyendo el régimen sancionatorio 

va a ser finalmente eficaz en términos de calidad del servicio, igualdad 

jurídica, educación financiera, etc… Así las cosas, bajo este marco jurídico 

se van a construir nuevos marcos normativos que se integren entre sí, sean 

complementarios y se ejecuten bajo los principios rectores propios del 

régimen de protección al consumidor financiero.  

 

4) Analizado todo el sistema normativo en Latinoamérica en cuanto a la 

protección del consumidor financiero se refiere, se destaca que los 

mecanismos de acercamiento y educación hacia el sector  financiero son 

más propicios para los consumidores, como quiera que la mayoría de 

países de manera pública han adoptado como política de Estado una 

educación financiera optima con el fin de reducir la brecha de la pobreza en 

sus naciones, y aquí radica la diferencia con Colombia, pues en la mayoría 

de casos como lo expliqué en el Capítulo III, la norma en Colombia es tan 

extensa en su texto que hace que sea deficiente su aplicación, ya que 

establece sin periodicidad la ejecución y sistema procedimental de aplicarla, 

pues su decreto reglamentario no considera la función esencial de educar a 

quien ejecuta y aplica el régimen sancionatorio de la misma. Las  facultades 

jurisdiccionales contempladas en el nuevo código general del proceso 

tienen la ventaja de que contemplan el sistema de administrar justicia en 

cuanto a la resolución de conflictos cuando hayan controversias entre las 

entidades vigiladas y los consumidores financieros, pudiendo así imponer 

sanciones pecuniarias y “jurisprudenciales” en el caso en que las entidades 

vigiladas violen preceptos constitucionales y legales dentro de este ámbito 

de aplicación o también dejar claro a los consumidores que como sujetos 

de derecho tienen ciertas obligaciones que deben cumplir sin lugar a duda 
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independientemente de su insatisfacción. Cabe aclarar que no fue nunca 

prioridad de esta investigación “criminalizar” a las entidades financieras 

encargadas de prestar bienes y servicios del mismo atañe por su calidad de 

ser grupo económico influyente, pues siempre se hizo énfasis en la eficacia 

de la norma, pero si se evidenció que una gran parte del sector bancario 

ejecutaba actos que en el Derecho se le determinan “vías de hecho” que 

flagrantemente iban en contra de los derechos y en sí del patrimonio de los 

consumidores, clientes, usuarios o clientes potenciales, y ello me llevó a 

inferir  que de no ser por la rigurosidad de la norma dichas entidades 

bancarias seguirían en dichas actuaciones dolosas.  
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